. 

, 


FEDERICO  PEÑA  CERECEDA 


El  Contrato 


de  Crasporte  Terrestre 


MEMORIA 


de  prueba  para  optar  al  gra¬ 
do  de  Licenciado  en  Leyes 
y  Ciencias  Políticas  de  la 
Universidad  de  Chile  ::  :: 


SANTIAGO  DE  CHILE 

Imprenta  y  Encuadernación  Clapet 
Diez  de  Julio  1140 


1919 


i  I  LIU  IV 
irimiv  fifíii 
Ú  I;  [5  h  r  (. 


i  %  O 


3  c. 


ff«0»«0«»00ftO««0#ft««ff««»ft«ff»«#a«ft#ftO««««*0Íff 


CAPITULO  PRIMERO. 

I  ^ 

§  I.  Definición. — §  II.  Requisitos  esenciales. — §  III.  Clasificación  del 
trasporte. — §  IV.  Personas  que  intervienen. — §  V.  Carácter  mer¬ 
cantil  del  trasporte.  —  §  Vi.  Capacidad  de  los  contratantes.  — 
§  VII.  Prueba  del  contrato. 

§  I.  Definición. 

I. — La  definición  de  este  contrato  se  encuentra  entre  las  dis¬ 
posiciones  del  código  de  comercio  i  es  la  siguiente:  «el  tras¬ 
porte  es  un  contrato  en  virtud  del  cual  uno  se  obliga  por  cierto 
precio  a  conducir  de  un  lugar  a  otro,  por  tierra,  canales,  lagos 
o  rios  navegables,  pasajeros  o  mercaderías  ajenas,  i  a  entre¬ 
gar  estas  a  la  persona  a  quien  van  dirijidas.» 

Esta  definición  caracteriza  el  trasporte  terrestre  i  lo  distin¬ 
gue  del  marítimo.  El  primero  es  aquel  que  se  verifica  por  tie¬ 
rra,  canales,  lagos  i  rios  navegables,  i  el  segundo  es  el  que  se 
verifica  por  mar. 

El  código  civil  da  una  definición  jeneral  que  comprende 
tanto  el  trasporte  terrestre  como  el  marítimo  i  es  la  siguiente: 
«el  arrendamiento  de  trasporte  es  un  contrato  en  que  una  par¬ 
te  se  compromete,  mediante  cierto  precio  o  flete,  a  trasportar 
o  hacer  trasportar  una  persona  o  cosa  de  un  paraje  a  otro*> 

El  trasporte  es  una  especie  del  arrendamiento  de  obra  o  ser¬ 
vicios,  i  por  esta  razón  muchas  de  las  reglas  del  arrendamien¬ 
to,  tanto  de  cosas  como  de  obra  sirven  para  completar  las  que 
consigna  el  código  civil  i  el  de  comercio  como  correspondientes 
¿1  trasporte. 

§  II.  Requisitos  esenciales  del  contrato  de  trasporte 

5¡J  2. — De  la  definición  del  código  de  comercio  se  deduce  que 

^los  requisitos  de  la  esencia  del  trasporte  son  los  siguientes: 
>precio  o  flete,  conducción  de  un  lugar  a  otro  de  una  persona  o 
jocosa  i  consentimiento. 

m  Los  requisitos  que  señala  el  código  do  comercio  son  estos: 
precio  o  flete,  conducción  de  un  lugar  a  otro  por  tierra,  lagos, 
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canales  o  ríos  navegables,  de  pasajeros  o  mercaderías  ajenas; 
consentimiento,  i  obligación  de  entregar  estas  a  la  persona  a 
quien  van  dirijidas. 

I. —  Del  precio  o  flete. 

3.  — Todos  los  tratadistas  están  de  acuerdo  acerca  del  carác¬ 
ter  sustancial  de  este  requisito.  Siempre  se  ha  entendido,  dice 
Marcadé  (1),  que  una  de  las  condiciones  del  arrendamiento,  es 
el  precio,  i  que,  en  ausencia  de  éste,  el  contrato,  teniendo  por 
objeto  trabajos  o  servicios  cualesquiera  quesean,  es  un  mandato 
i  no  arrendamiento.  Para  Pothier  es  de  la  sustancia  del  con¬ 
trato  de  arrendamiento  que  haya  un  precio.  (2) 

4.  — Pero  desaparees  el  acuerdo  desde  el  momento  en  que  se 
trata  de  saber  en  qué  contrato  dejenera  el  arrendamiento  de 
obra  cuando  falta  el  precio. 

Para  Pothier  el  contrato  que  no  llega  a  ser  un  arrenda¬ 
miento  de  obra  por  faltar  el  requisito  que  nos  ecupa,  es  un 
mandato. 

Lo  que  hay  de  común  entre  el  arrendamiento  de  obra  i  el 
mándato,  dice  Dalloz,  es  que  en  cada  uno  de  los  dos  contratos 
una  de  las  partes  se  obliga  a  hacer  alguna  cosa  para  la  otra, 
i  pone  así  su  trabajo  al  servicio  de  ésta;  pero  en  qué  difieren? 
Es  un  punto,  agrega,  sobre  el  cual  se  ha  ejercitado  desde  mu¬ 
cho  tiempo  la  sagacidad  de  los  jurisconsultos.  Los  romanos, 
continúa,  estaban  de  acuerdo  en  ver  esta  diferencia  en  el  pre 
ció,  el  cual  es  uno  de  los  elementos  esenciales  del  arrenda¬ 
miento,  i,  que,  por  el  contrario  su  ausencia  es  esencial  en  el 
mandato,  de  tal  suerte,  que  no  podría  intervenir  en  este  último 
sin  desnaturalizarh.  El  mandato  es,  pues,  un  servicio  gratuito 
que  tiene  su  oríjeu  en  la  amistad,  i  desde  que  el  salario  ínter 
viene,  el  mandato  desaparece  i,  en  cambio,  aparece  el  arrenda* 
miento.  Pero  hai  que  advertir,  dice  Dalloz,  que  siempre  se 
edmiíía  que  el  mandatario  podía  ser  recompensado  por  sus 
servicios;  que  podía  recibir  un  honorario,  una  remuneración 
que  no  era  un  precio  propiamente  dicho;  pero  esta  remunera¬ 
ción  no  alteraba  la  gratuidad  esencial  del  mandato  ni  le  hacía 
dejenerar  en  arrendamiento.  (3). 

La  doctrina  romana,  seguida  por  Pothier  i  Merlin,  entre 
los  jurisconsultos  franceses  mas  notables,  va  aun  mas  lejos, 


(1)  Explication  Theorique  et  Practique  du  Code  Civil.  1868,  Tomo  VI. 
paj  525. 

(2)  Oeuvres.  1827,  Tomo  III,  páj.  394,  No.  397. 

(3)  Dalloz.  Répertoire  de  Légielation,  1853,  Tome  XXX  louage 
d'ouvrage  et  d'industrie.  páj.  542,  No.  4. 
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pues,  establece  que  la  falta  de  precio  necesariameute  debe 
existir  cuando  el  contrato  tiene  por  objeto  ciertos  servicios  que 
se  suponen  inestimables.  I  estos  servicios  inestimables  son  los 
que  suponen  un  arte  liberal  i,  por  el  contrario,  los  suscepti¬ 
bles  de  una  estimación  pecuuiaria  son  aquellos  que  suponen 
el  conocimiento  de  un  arte  mecánico. 

Hai  una  doctrina  contraria  que  se  esfuerza  por  demostrar 
que  la  verdadera  diferencia  entre  el  arrendamiento  i  el  man¬ 
dato  está  en  que  en  virtud  de  este  último  el  que  debe  realizar 
la  obra  o  trabajo  adquiere  la  facultad  de  obrar  a  nombre  del 
mandante,  de  representarlo,  de  obligarlo  respecto  de  terceros 
i  obligar  a  los  terceros  respecto  de  él.  Desprecia  esta  doctrina 
el  fundamento  de  la  antigua  doctrina  romana;  para  ella  no 
existe  diferencia  alguna  eutre  el  trabajo  que  exije  conocimien¬ 
to  de  un  arte  liberal  i  aquel  que  exije  conocimiento  de  un  arte 
mecánico,  en  cuanto  a  la  apreciación  pecuniaria.  (1) 

Nuestro  código  civil  resolvió  esta  cuestión  en  el  art.  2118  i 
establece  que  los  servicios  de  las  profesiones  i  carrera?  que  su¬ 
ponen  largos  estudios  o  a  que  está  unida  la  facultad  de  repre¬ 
sentar  i  obligar  otra  persona  respecto  de  tercero?,  se  sujetan  a 
las  reglas  del  mandato. 

6.  — Si  el  precio  no  puede  faltar,  es  necesario  saber  cómo  se 
determina  cuando  hai  acuerdo  tácito  entre  las  partes. 

No  es  necesario,  dice  Dalloz,  que  las  partes  convengan  de 
antemano  en  el  precio.  I,  desde  luego,  hay  cosas  para  las  cua¬ 
les  está  determinado  por  el  uso  o  por  los  reglamentos  de  poli¬ 
cía.  Si  no  hai  uso  o  reglamento  que  determine  el  precio  de  la 
obra  i  sin  que  haya  habido  acuerdo  previo  sobre  este  punto, 
se  considera  que  las  partes  han  convenido  en  deferir  la  apre 
ciación  del  precio  a  peritos  en  los  casos  que  no  sea  posible  un 
advenimiento.  (2) 

No  otra  es  la  solución  que  da  Pothier.  No  es  menester,  dice, 
que  las  partes  determinen  espresamente  el  precio  en  el  con 
trato;  pues,  en  defecto  de  estipulación  se  considera  que  han 
convenido  tácitamente  en  el  precio  que  es  de  uso  pagar  por  la 
obra.  Si  la  obra  no  tiene  un  precio  corriente  i  ordinario,  se 
considera  que  se  ha  convenido  en  el  precio  de  la  obra  una  vez 
terminada.  (3) 

7.  — El  código  de  comercio  no  da  reglas  para  hacer  la  deter¬ 
minación  del  precio  en  el  caso  de  que  las  partes  no  lo  hayan 
hecho  en  el  contrato.  La  carta  de  perte,  documento  que  sirve 


(1)  Según  Dalloz,  el  que  primero  atacó  de  frente  la  teoría  romana  fuó 
Duverguier. 

(2)  Obra  citada.  Tomo  XXX,  páj.  544,  louage  d‘ouvrage,  etc,  No.  7. 

(3)  Obra  citada.  Tomo  III,  páj.  394,  No.  397. 


para  acreditar  la  existencia  i  condiciones  del  contrato  i  la  en¬ 
trega  de  las  mercaderías  al  portador  (art.  173  C.  Co.)  debe  es- 
presar  el  precio  de  la  conducción;  pero  la  omisión  de  las  enun¬ 
ciaciones  que  segán  el  art.  175  debe  contener  la  carta  de  porte, 
no  destruye  el  mérito  probatorio  de  ésta  i  dichas  designaciones 
omitidas  pueden  ser  suplidas  por  cualquiera  especie  de  prueba 
lega'. 

En  consecuencia,  es  necesario  recurrir  a  las  reglas  del  có¬ 
digo  civil,  conforme  a  la  disposición  del  art.  2  del  cód.  de 
comercio,  para  saber  cómo  se  determina  el  precio  cuando  no 
ha  sido  espresamente  estipulado. 

Esta  regla  está  consignada  en  el  art.  1997,  el  cual  se  en¬ 
cuentra  entre  los  artículos  que  reglamentan  el  contrato  para  la 
confección  de  una  obra  material.  Ni  entre  las  disposiciones  re¬ 
lativas  al  trasporte,  ni  entre  las  relativas  al  arrendamiento  de 
criados  domésticos,  liai  una  disposición  análoga. 

Por  consiguiente,  es  menester  dejar  establecido  que  la  regla 
del  art.  1997  del  código  civil  es  aplicable  a  cualquiera  de  las 
especies  de  arrendamiento  recién  mencionadas. 

8. — En  el  derecho  francés  existe  una  clasificación  del  arren¬ 
damiento  que  distingue  el  arrendamiento  de  cosas  y  el  arren¬ 
damiento  de  obra,  quedando  comprendido  el  arrendamiento  de 
servicios  en  el  último  grupo. 

La  denominación  de  este  último  contrato  (arrendamiento  de 
obra),  dice  Dalloz,  implica  la  asimilación  del  trabajo  del  hom¬ 
bre  a  una  cosa,  cuyo  uso  es  puesto  a  disposición  de  otro. 
Aubry  i  Rau  enseñan  que  el  arrendamiento  de  obra  puede  te 
ner  por  objeto  ya  servicios  domésticos ,  industriales  o  comercia¬ 
les  (locatio  operarum),  ya  obras  que  han  de  ser  producidas  me¬ 
diante  un  trabajo  de  cualquiera  naturaleza  que  sea ;  mecánico, 
artístico,  científico  o  literario  (locatio  operaris).  (1) 

Esta  clasificación  fue  incorporada  en  nuestro  derecho  por 
el  señor  Bello.  El  código  civil,  después  de  definir  el  arrenda¬ 
miento,  trata  en  párrafos  distintos  del  arrendamiento  de  cosas, 
de  criados  domésticos,  del  contrato  para  la  confección  de  una 
obra  material,  del  arrendamiento  de  trasporte,  etc.,  sin  dar  a 
entender,  por  la  distribución  de  las  materias,  análoga  a  la  del 
Código  Civil  francés,  que  el  arrendamiento  de  servicios  i  es¬ 
pecialmente  el  de  trasporte  sea  una  especie  del  arrendamiento 
de  obra. 

Pero  a  pesar  de  esto,  la  definición  que  establece  el  art.  191o 
deja  ver  que  el  autor  de  nuestro  código  civil  tuvo  presente  la 
clasificación  que  distingue  el  arrendamiento  de  cosas  i  el  arren¬ 
damiento  de  obra. 


(1)  Cours  de  Droit  Civil  Francais.  1871. 


Los  diversos  proyectos  no  dejan  lugar  a  dudas  sobre  este 
punto.  Así,  el  proyecto  de  1841-1845  establece,  en  el  art.  403 
del  libro  de  los  contratos  i  obligaciones  convencionales,  que 
hai  dos  especies  de  locación-conducción:  la  de  cosas,  que  se 
llama  propiamente  arrendamiento,  i  la  de  obra  o  servicios  En 
el  proyecto  de  1853  se  consigna,  en  el  art.  2091,  la  misma  dis¬ 
posición;  i,  por  último,  en  el  proyecto  inédito  aparece  la  defi¬ 
nición  actual. 

En  esta  última  no  se  hizo  otra  cosa  que  fundir  en  una  sola 
disposición  las  definiciones  del  contrato  de  locación  de  cosas  i 
la  de  obra  o  servicios  que  en  los  dos  proyectos  anteriores  se 
consignaban  separadamente. 

En  el  proyecto  de  1853  aparece  definido  el  arrendamiento 
de  cosas  de  la  manera  siguiente:  es  un  contrato  en  que  una  de 
las  partes  se  obliga  a  dar  el  uso  o  goce  de  una  cosa  a  otra, 
mediante  un  precio  que  se  llama  renta  o  pensión,  si  se  paga 
en  pensiones  periódicas,  i  jeneralmente  alquiler.  I  el  alquiler 
de  obra,  agregaba,  es  un  coutrato  en  que  la  una  de  las  partes 
promete  a  la  otra  sus  servicios  por  cierto  tiempo  o  para  cierta 
obra,  mediante  el  precio  o  salario  que  se  estipula 

Así  pues,  al  señalar  el  objeto  del  contrato  de  arrendamiento 
en  la  definición  jeneral  del  art.  1915  del  Código  actual,  se  dijo: 
una  de  las  partes  se  obliga  a  conceder  el  goce  de  una  cosa 
(arrendamiento  de  cosas)  o  a  ejecutar  una  obra  o  a  prestar  un 
servicio  (arrendamiento  de  obra) 

El  oríjen  del  artículo  1997  viene  a  confirmar  la  esplicación 
anterior,  pues,  la  disposición  de  este  artículo  fué  tomada  por 
el  señor  Bello  de  Pothier,  que  trata  este  puuto  en  el  tomo  ter¬ 
cero,  parte  VII,  núm.  397  de  sus  obras. 

I  esta  regla  tiene  por  objeto,  según  este  tratadista,  determi¬ 
nar  el  precio  del  arrendamiento  de  obra,  el  cual,  como  ya  se 
ha  visto,  comprende  tanto  el  de  confesión  de  una  obra  mate¬ 
rial,  como  el  de  trasporte.  Los  antecedentes  expuestos  dejan 
de  manifiesto  que  el  arrendamiento  para  la  confección  de  una 
obra  material,  el  de  servicios  inmateriales,  el  de  servicios  de 
criados  domésticos  i  el  de  trasporte  debeu  ser  comprendidos 
bajo  la  denominación  de  arrendamiento  de  obra. 

9  — La  cuestión  queda  reducida  ahora  a  saber  en  que  párra¬ 
fo  están  consignadas  las  reglas  jenerales  aplicables  a  este  gru¬ 
po  del  arrendamiento. 

El  artículo  1997,  cuyo  origen  acabamos  de  ver,  sirve  para 
demostrar  que  la  intención  del  lejislador  fué  suplir  el  desarro¬ 
llo  de  las  disposiciones  relativas  a  las  demas  especies  de  arren¬ 
damiento  de  obra  con  las  consignadas  en  el  contrato  para  la 
confección  de  una  obra  material.  Como  se  verá  mas  adelante 
hai  aún  reglas  jenerales  aplicables  tanto  al  arrendamiento  de 
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obra  como  al  arrendamiento  de  cosas  i  que  están  en  el  párrafo 
que  trata  de  este  último. 

En  resumen,  el  artículo  1997  consigna  la  regla  jeneral  sobre 
la  manera  de  determinar  el  precio  convenido  tácitamente  en 
los  contratos  de  arrendamiento  de  obra,  i  no  es  otra  que  aque 
lia  que  fija  como  precio  tácito  el  que  ordinariamente  se  paga 
por  la  misma  especie  de  obra  o  el  que  se  estimare  equitativo  a 
juicio  de  peritos  a  falta  de  precio  usual. 

10.  —  EÍ  precio  debe  ser  serio,  es  dec  r,  un  precio  que  el  lo* 
cator  sea  verdaderamente  obligado  a  pagar  al  que  se  encarga 
de  ejecutar  la  obr»,  i  que  no  tenga  únicamente  por  objeto  dicis- 
causa. 

Además,  es  necesario  que  el  precio  sea  proporcionado  al  va¬ 
lor  de  la  obra  i  que  pueda  ser  considerado  como  el  r  recio  en 
que  las  partes  han  estimado  ésta;  de  otra  manera,  no  liai  arren¬ 
damiento  sino  un  mandato.  Sin  embargo  no  es  necesario  que 
el  precio  conveni  lo  sea  el  justo  precio  de  la  obra.  (1) 

11.  — ¿En  qué  debe  consistir  el  precio? 

Esta  cuestión  la  discuten  los  tratadistas  franceses.  Así  Po 
thier  enseña  que  el  precio  del  arrendamiento  debe  consistir  en 
cierta  suma  de  dinero,  porque  si  el  precio  consiste  en  dar  otra 
cosa  que  dinero  o  en  hacer  una  cosa  a  favor  de  la  persona  que 
se  encarga  de  ejecutar  la  obra,  el  contrato  no  es  arrendamien¬ 
to  sino  un  contrato  innominado;  fació  ut  des  o  fació  ut  Jadas. 

Para  Dalloz  es  exacto  lo  que  enseña  Pothier  siempre  que  el 
arrendatario  c  nceda,  como  precio,  el  goce  de  una  cosa;  pero 
hai  verdaderamente  arrendamiento  cuando  las  mercancías  que 
forman  el  precio  llegan  a  ser  de  propiedad  del  arrendador.  Por 
ejemplo,  agrega  este  autor,  si  yo  diera  un  caballo  por  tantos 
días,  a  condición  de  que  túrne  dieras  el  vuestro  por  un  número 
igual  de  dias,  no  habría  arrendamiento  sino  un  contrato  inno¬ 
minado,  que  no  podría,  a  pesar  de  su  similitud,  ser  rejido  por 
los  mismos  principios.  (2) 

En  nuestra  lejislación,  la  cuestión  está  solucionada  por  la 
disposición  del  art  1917  del  código  civil,  la  cual  establece  que 
el  precio  puede  consistir  ya  en  dinero,  ya  en  frutos  naturales 
de  la  cosa  arrendada;  i  en  este  segundo  caso  puede  fijarse  una 
cantidad  determinada  o  una  cuota  de  los  frutos  de  cada 
cosecha. 

12.  — Esta  disposición  es  aplicable  a  cualquier  especie  de 
arrendamiento,  a  pesar  de  estar  consignada  entre  las  reglas 
relativas  al  arrendamiento  de  cosas. 


(1)  Pothier,  Tome  III,  paj.  394,  núm.  399- 

(2)  Obra  citada.  Tome  XXX,  páj.  299  núm.  107.  Marcadé  es  de  la 
opinión  de  Dalloz.  Véase  obra  citada,  Tomo  VI  páj.  433. 
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El  señor  Bello  siguió  un  órden  análogo  al  que  observó  el 
lejislador  francés,  esto  es,  no  consignó  reglas  jenerales  en  ca- 
pitulo  especial  sino  que  reglamentó  cuidadosamente  el  arren¬ 
damiento  de  cosas  para  en  seguida  dictar  las  reglas  especiales 
a  las  demás  esp<cies  de  arrendamientos. 

La  disposición  del  artículo  1996,  inc.  5  °,  confirma  esta  in¬ 
terpretación,  pues,  ordena  sujetarse  a  las  reglas  jenerales  del 
c  ntrato  de  arrendamiento  de  todos  aquellos  casos  en  que  no 
hai  disposiciones  especiales  para  el  arrendamento  de  obra. 

La  comisión  encargada  por  el  Tribunado  francés  para  estu¬ 
diar  este  contrato,  esplicó  de  esta  misma  manera  el  órden  en 
que  habia  consignado  las  disposiciones  relativos  al  arrenda 
miento  (órden  análogo  al  seguido  por  el  señor  Bello),  i  dijo 
que  el  desarrollo  de  las  disposiciones  relativas  tanto  al  arren¬ 
damiento  de  criados  domésticos  i  obreros,  tanto  al  arrenda¬ 
miento  de  trasporte  puede  ser  suplido  con  la  aplicación  de 
aquellas  reglas  jenerales,  enunciadas  en  el  capítulo  que  trata 
del  arrendamiento  de  cosas,  que  por  su  naturaleza  sirven  para 
reglamentar  las  otras  especies  de  arrendamiento. 

13.  — En  el  trasporte,  verificado  por  empresarios  públicos, 
el  precio  está  determinado  de  antemano  en  los  anuncios  de  las 
empresas.  La  circunstancia  de  prefijar,  por  medio  de  avisos 
al  público,  los  períodos,  precios  i  condiciones  del  trasporte,  es 
precisamente  lo  que  da  a  la  empresa  el  carác  er  de  pública. 

La  lei  de  Policía  de  Ferrocarriles  de  6  de  Agosto  de  1862 
dispone  que  la  tarifa  que  una  empresa  de  ferrocarril  establece 
por  sí  o  con  intervención  del  gobierno,  según  los  casos,  deberá 
aplicarla  jeneralmeote  a  todos  los  que  se  sirven  del  ferrocarril 
sin  que  pueda  hacer  ninguna  excepción. 

La  lei  núm.  2846,  sobre  administración  i  servicio  de  los  fe¬ 
rrocarriles  del  Estado,  dispone  que  el  trasporte  de  pasajeros, 
equipajes  o  carga  que  se  haga  por  ferrocarril,  aun  cuando  sea 
de  cargo  al  Fisco,  a  las  Municipalidades  o  a  funcionarios  pú¬ 
blicos,  deberá  ser  pagado  según  tarifa. 

14.  — La  determinación  del  precio  puede  dejarse  al  arbitrio 
de  un  tercero;  i  si  el  tercero  no  lo  determina,  puede  hacerlo 
por  él  cualquiera  otra  persona  en  que  se  convinieran  los  con¬ 
tratantes. 

I  si  no  llegan  las  partes  a  un  convenio  ¿qué  sucede? 

En  la  venta  la  determinación  del  precio  por  los  contratantes 
es  requisito  esencial,  sin  el  cual  no  hai  venta,  i  por  esto  es  que 
el  art.  1809  del  código  civil  dispone  que  si  no  hai  convenio 
acerca  de  la  persona  que  debe  determinar  el  precio,  siempre 
que  el  tercero  nombrado  en  el  contrato  no  lo  hiciere,  no  hai 
venta. 

Para  Pothier,  cuando  en  el  contrato  de  arrendamiento  de 
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obra  se  ha  convenido  dejar  a  cierta  persona  la  estimación  del 
precio  de  la  obra,  i  esta  persona  muere  antes  de  haber  hecho 
esta  estimación  o  no  ha  querido  hacerla,  se  puede  decir  que 
el  contrato  es  nulo,  siempre  que  la  obra  no  haya  sido  comenza¬ 
da;  en  caso  contrarío  se  fija  el  precio  por  peritos.  El  señor  Be¬ 
llo  consignó  esta  regla  en  el  art.  1998  del  Código  Civil. 

Duvergier  piensa  que  para  resolver  la  cuestión,  en  jeneral, 
se  deben  apreciar  las  circunstancias,  pues,  de  esta  manera  se 
determina  cual  ha  sido  la  intención  de  las  partes  i  si  ha  queri 
do  subordinar  la  existencia  del  contrato  a  la  fijación  del  precio 
por  el  tercero  designado.  Si  aparece  una  voluntad  bien  cierta 
de  mantener  el  arrrendamiento,  las  partes  deberán  nombr  r 
otra  persona,  en  lugar  del  tercero  designado  en  el  contrato  i 
que  no  puede  o  no  quiere  hacer  la  estimación,  i  en  caso  de  im 
posibilidad  de  las  partes  para  llegar  a  un  acuerdo  sobre  este 
punto,  los  tribunales  deben  fijar  el  precio.  (1)  El  comienzo  de 
la  ejecución  del  contrato  antes  de  la  estimación  que  debe  ha¬ 
cer  el  tercero,  es,  para  Duvergier  un  dato  cierto  acerca  de  la 
voluntad  de  las  partee  para  mantener  el  arriendo. 

15.  El  artículo  1918  del  codigo  civil  dispone  que  el  precio 
podrá  determinarse  de  los  mismos  modos  que  en  el  contrato 
de  venta,  es  decir,  conforme  a  Ja  regla  del  artículo  1809:  «po¬ 
drá  asimismo  dejarse  el  precio  al  arbitrio  de  un  tercero;  i  si  el 
tercero  no  lo  determinase  podrá  hacerlo  por  él  cualquiera  otra 
persona  en  que  se  convinieren  los  contratantes:  en  caso  de  no 
convenirse  no  habrá  venta». 

Es  fácil  de  observar  que  el  artículo  1918  se  remite  al  artícu¬ 
lo  1809  solamente  en  cuanto  señala  la  manera  de  determinar 
el  precio  i,  en  ningún  caso,  podrá  interpretarse  la  disposición 
del  primer  artículo  citado  en  el  sentido  de  que,  a  falta  de  esti¬ 
mación  por  el  tercero  o  a  falta  de  convenio  entre  las  partes  a 
cerca  de  la  persona  que  debe  reemplazar  a  éste,  no  hai  arren¬ 
damiento. 

¿Si  no  es  aplicable  el  artículo  1809,  qué  reglas  se  aplican 
para  saber  si  hai  arrendamiento  en  el  caso  propuesto? 

La  disposición  del  artículo  1998  resuelve  la  cuestión;  pero 
puede  argumentarse  en  el  sentido  de  que  esa  disposición  es 
especial  al  contrato  para  la  confección  de  una  obra  material. 
A  nuestra  manera  de  ver  esta  regla  es  aplicable  a  todas  las  es¬ 
pecies  del  arrendamiento  de  obra  por  las  razones  que  ya  he¬ 
mos  visto.  (2) 


(1)  Citado  por  Dalloz  en  la  obra  ya  citada.  Tomo  XXX,  louage. 
Páj.  298,  núm  102. 

.  (2)  Véase  N.°  9 
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III.  De  la  conducción 

16.  Es  evidente  que  no  puede  haber  arrendamiento  sin  una 
obra  cuya  ejecución  el  arrendador  encarga  al  arrendatario.  Por 
consiguiente,  una  obra  ya  hecha  no  puede  ser  materia  de  este 
contrato. 

La  obra  o  servicio  debe  ser  po3Íble,  pues,  conforme  a  la  re¬ 
gla  del  art.  1461  del  código  civil,  si  el  objeto  de  la  obligación 
es  un  hecho,  es  necesario  que  sea  física  i  moralmente  posible. 

La  posibilidad  física  está  bien  determinada  por  el  art.  1461, 
pues,  como  enseña  Pothier,  no  es  relativa  a  las  fuerzas  de  que 
dispone  el  arrendatario. 

Más,  para  que  haya  contrato  de  trasporte  es  menester  que 
el  objeto  del  contrato  sea  la  conducción  de  un  lugar  a  otro  de 
personas  o  mercaderías  ajenas.  Ya  se  ha  visto  que  si  la  con¬ 
ducción  es  hecha  por  tierra,  lagos,  canales  o  ríos  navegables, 
el  trasporte  es  terrestre,  i  es  marítimo  cuando  la  conducción 
es  hecha  por  mar. 


IV.  Del  consentimiento 

17.  Es  necesario,  dice  Pothier,  que  los  contratantes  consien¬ 
tan  en  las  cosas  que  forman  la  sustancia  del  contrato,  o  sea, 
en  la  obra  i  en  sus  cualidades,  en  el  precio  i  en  el  jénero  de 
contrato  que  entienden  celebrar.  El  consentimiento  no  debe 
adolecer  ni  de  error,  ni  de  fuerza,  ni  de  dolo,  conforme  a  la 
regla  jeneral  de  de  los  arts.  1451  i  siguientes. 

18.  Las  partes  deben  consentir  en  la  obra,  lo  que  significa 
que  necesariamente  deben  establecer  el  lugar  en  que  termina 
la  conducción.  No  sucede  lo  mismo  si  no  se  determina  la  for¬ 
ma  de  la  la  conducción,  el  camino  que  el  porteador  debe  se¬ 
guir,  o  el  plazo  en  que  debe  verificarla,  porque  a  falta  de  esta 
determinación  son  aplicables  las  reglas  de  los  artículos  191, 
192,  i  193  del  código  de  comercio. 

V.  De  la  obligación  del  porteador  de  entregar 

LAS  MERCADERÍAS 

19.  Esta  obligación  constituye  un  requisito  esencial  del 
trasporte,  pues,  sin  esta  obligación  el  contrato  dejeneraría  en 
otro.  A  pesar  de  esto,  el  código  civil  no  incluyó  este  requisito 
en  la  definición  que  consigna  en  el  artículo  2013. 

Podría  discutirse  si  esta  obligación  es  cosa  esencial  o  sim¬ 
plemente  cosa  de  la  naturaleza  del  trasporte.  Nos  inclinamos 
a  creer  lo  primero,  teniendo  en  cuenta  que  las  partes  contra- 
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tantes  podrían  modificar  esta  obligación,  siempre  que  se  le  in¬ 
cluyera  entre  las  cosas  de  la  naturaleza  del  contrato,  i  resulta¬ 
ría,  de  esta  manera,  una  convención  mui  diversa  del  trasporte. 

VI.  DE  LOS  REQUISITOS  ESENCIALES  QUE  CORRESPONDEN  AL 
TRASPORTE  POR  PARTICIPAR  DEL  CONTRATO  DE  DEPÓSITO 

20.  El  trasporte  participa  a  la  vez  del  arrendamiento  de  ser¬ 
vicios  i  del  depósito,  dice  el  artículo  167  del  código  de  comer 
ció,  ¿Qué  significa  esto? 

.  El  depósito  es  un  contrato  de  beneficencia  o  gratuito  que 
tiene  por  objeto  la  utilidad  de  una  de  las  partes,  sufriendo  la 
otra  el  gravamen,  i  consiste  en  la  entrega  que  una  de  las  par¬ 
tes  hace  a  la  otra  de  una  cosa  corporal  i  mueble  para  que  la 
guarde  i  la  restituya  en  especie  a  voluntad  del  depositario. 
Como  se  ve  es  real  porque  se  perfecciona  por  la  entrega  de  la 
cosa.  El  arrendamiento  de  trasporte  forma  parte  de  los  con¬ 
tratos  onerosos,  los  cuales  se  hacen  en  interés  de  ambas  partes. 

Los  requisitos  que  constituyen  el  depósito  son:  según 
Pothier,  la  entrega  de  la  cosa ,  que  el  fin  principal  de  esta  entre¬ 
ga  sea  la  guarda  de  la  cosa ,  la  gratuidad  del  servicio  del  depo¬ 
sitario ,  i  el  consentimiento.  Basta  enunciar  los  elementos  sus¬ 
tanciales  del  contrato  de  depósito  para  ver  que  es  imposible 
que  el  arrendamiento  de  trasporte  participe  de  las  cosas  que 
son  de  la  esencia  del  primer  contrato, pues,  no  pueden  coexistir 
en  la  misma  convención,  con  el  carácter  de  esenciales,  cosas 
contrapuestas,  como  la  de  ser  un  contrato  consensual  i  real  a 
la  vez,  de  beneficencia  i  oneroso  al  mismo  tiempo,  porque  no 
resultaría,  en  nuestro  caso,  ni  un  contrato  de  arrendamiento 
ni  un  depósito:  no  habría  contrato. 

La  participación  a  que  se  refiere  el  art.  166  del  código  de 
comercio  comprende  las  cosas  que  son  de  la  naturaleza  del 
depósito,  es  decir,  el  trasporte  produce  ciertos  derechos  i  obli¬ 
gaciones  iguales  a  algunos  de  los  derechos  i  obligaciones  que 
produce  el  depósito. 

La  situación  que  ha  querido  señalar  el  legislador  es  la  que 
Pothier  describe  en  estos  términos:  cuando  el  fin  principal 
para  el  cual  se  ha  hecho  la  entrega  no  es  la  guarda  de  la  cosa, 
aunque  el  que  la  reciba  se  imponga  esta  obligación  de  una  ma¬ 
nera  secundaria  el  contrato  no  es  depósito  sino  otra  especie  de 
contrato.  En  el  caso  nuestro,  es  trasporte. 

Es  la  obligación  del  porteador  de  custodiar  i  conservar  la 
cosa  consignada  en  el  art.  199  del  código  de  comercio,  la  que 
da  participación  al  trasporte  en  las  cosas  que  son  de  la  natu¬ 
raleza  del  depósito. 
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Podemos  dar  mas  fuerza  a  esta  argumentación  con  la  regla 
del  artículo  182  del  código  de  comercio  que  dispone  que  el 
trasporte  se  perfecciona  por  el  simple  consentimiento  de  las 
partes,  dando,  en  consecuencia,  por  establecida  la  imposibili¬ 
dad  de  que  participe,  al  menos  de  uno  de  los  requisitos  esen¬ 
ciales  del  depósito,  cual  es  el  carácter  real  de  este  contrato. 

§  III.  Clasificación  del  contrato  de  trasporte 

21. — De  la  definición  se  deduce  la  primera  clasificación: 
trasporte  de  mercaderías  y  trasporte  de  personas.  Existen 
otras  distinciones  a  eaber,  trasporte  verificado  por  empresas 
particulares  o  por  empresas  públicas  i  trasporte  verificado 
simplemente  por  particulares. 

Es  necesario  distinguir  entre  las  empresas  públicas  de  tras¬ 
porte,  las  empresas  de  ferrocarriles,  en  consideración  a  las  re¬ 
glas  especiales  que  el  lejislador  ha  establecido  respecto  del 
trasporte  que  estas  empresas  efectúan.  I  esta  legislación  obe* 
dece  a  la  necesidad  de  impedir  los  abusos  que  pueden  resultar 
del  monopolio  que  de  hecho  establece  un  ferrocarril  en  lo  reía 
tivo  al  acarreo. 

Son  empresarios  particulares  los  que  ejerciendo  la  industria 
de  conducción,  no  han  ofrecido  al  público  sus  servicios  i  se 
encargan  libremente  de  la  conducción  de  personas  o  de  mer¬ 
caderías  a  precios  convenidos.  I  son  empresarios  públicos  ios 
que  tienen  anunciado  i  abierto  al  público  un  establecimiento 
de  conducciones  i  las  ejecutan  en  los  períodos,  por  el  precio  i 
las  condiciones  que  prefijan  sus  anuncios’ 

Ya  hemos  señalado  algunas  reglas  especiales  al  trasporte 
ajustado  con  empresarios  públicos  i  en  los  capítulos  siguientes 
i  en  su  oportunidad,  se  estudiarán  las  demás  especiales  a  cada 
una  de  las  especies  en  que  se  divide  el  trasporte. 

§  IV.  De  las  personas  que  intervienen 

22. — Jenaralm9nte  intervienen  en  este  contrato  tres  perso¬ 
nas:  el  cargador,  remitente  o  consignante;  el  porteador  i  el 
consignatario.  El  primero  es  aquel  que  encomienda  el  traspor¬ 
te  por  cuenta  propia  o  ajena,  i  no  es  otro  que  el  locator  o 
arrendador  del  arrendamiento.  Porteador  es  el  que  se  obliga 
a  hacer  la  conducción.  Consignatario  es  la  persona  a  quien  se 
van  a  entregar  las  mercaderías,  i  el  cual,  como  el  cargador, 
puede  o  no  ser  el  dueño  de  ellas,  produciendo  el  contrato  en 
uno  i  otro  caso,  los  mismos  efectos  respecto  de  las  partes  con-^ 
tratantes, 


—  14  — 


23.  — En  realidad,  de  estas  tres  personas  son  sólo  dos  las 
que  contratan:  el  cargador  i  el  porteador;  pueB  el  consignatario 
no  interviene  en  el  contrato  sino  que  es  indicado  por  las  otras 
partes  como  la  persona  que  debe  recibir  las  mercaderías.  La 
situación  jurídica  de  este  tercero  está  determinada  en  el  ar¬ 
tículo  1449  del  código  civil  que  establece  que  cualquiera  puede 
estipular  a  favor  de  una  tercera  persona,  aunque  no  tenga  de¬ 
recho  para  representarla;  pero  sólo  esta  tercera  persona  podrá 
demandar  lo  estipulado,  i  mieotras  no  intervenga  su  acepta¬ 
ción  espresa  o  tácita,  es  revocable  el  contrato  por  la  sola  vo¬ 
luntad  de  las  partes  que  concurrieron  a  él. 

Sucede  también  i  con  alguna  frecuencia  que  el  consignata 
rio  sea  la  misma  persona  del  consignante. 

§  V  Carácter  mercantil  de  este  contrato 

24.  — Ya  tuvimos  ocasión  de  decir  que  el  trasporte  marítimo 
es  siempre  acto  de  comercio,  lo  que  no  sucede  siempre  con  el 
trasporte  terrestre. 

La  disposición  del  artículo  tercero,  número  6,  del  código  de 
de  comercio,  establece  que  es  acto  mercantil,  ya  de  parte  de 
ambos  o  de  uno  de  los  contratantes,  la  empresa  de  trasporte 
por  tierra,  ríos  o  canales  navegables.  Es  pues  el  carácter  de 
empresario  el  que  hace  que  el  porteador  ejecute  un  acto  de 
comercio  al  celebrar  un  contrato  de  trasporte. 

La  empresa  supone  una  intermediación  entre  productor  i 
consumidor  o  entre  el  trabajador  que  ofrece  sus  servicios  i  el 
público;  supone  además  una  organización  que  tiene  por  objeto 
realizar  unos  mismos  actos. 

25.  — En  cuanto  al  acto  que  ejecuta  el  cargador  al  contratar 
se  puede  decir  que  no  es  acto  de  comercio,  salvo  que  sea  este 
contrato  un  accesorio  de  una  industria  mercantil.  Conforme  a 
la  teorío  de  lo  accesorio  se  considera  que  son  mercantiles 
aquellos  actos  que,  a  pesar  de  no  estar  comprendidos  en  la 
enumeración  del  art.  tercero  del  código  de  comercio,  son  un 
complemento  de  un  acto  de  comercio;  por  ejemplo,  una  perso¬ 
na  que  compra  i  vende  frutos  del  pais  encarga  a  un  portea¬ 
dor  la  conducción  de  una  partida  de  éstos  de  un  fundo  a  su 
bodega.  La  compraventa  de  frutos  es  un  acto  de  comercio,  i 
el  trasporte,  contrato  mercantil,  en  este  caso,  por  ser  comple¬ 
mento  de  un  contrato  de  compraventa  mercantil. 

26.  — La  disposición  del  art  101  del  código  de  comercio  so¬ 
mete  a  las  reglas  de  este  código  el  trasporte  ejecutado  por 
cualquiera  persona,  aun  cuando  no  sea  empresario.  Sin  duda 
algunáf,  de  aquí  no  puede  deducirse  que  el  trasporte  terrestre 


siempre  tenga  caráter  mercantil,  i  sólo  debe  entenderse  que 
este  contrato  queda  sometido  a  las  reglas  del  título  II  del  Códi¬ 
go  de  comercio,  sin  perjuicio  de  las  disposiciones  civiles  que 
fijan  la  capacidad  de  los  contratantes  i  los  medios  de  prueba. 

§  VI.— Capacidad  de  los  contratantes 

27. — No  liai  materia  de  trasporte  reglas  especiales  en  cuanto 
a  capacidad  de  los  contratantes.  Por  consiguiente,  son  aplica¬ 
bles  las  reglas  jenerales  relativas  a  la  capacidad  para  contraer 
obligaciones  convencionales,  consignadas  en  los  artículos  1446 
i  1447  del  código  civil. 

Una  cuestión  puede  presentarse  en  lo  relativo  a  la  capacidad 
del  hijo  de  familia  o  del  menor  que  está  bajo  curaduría,  para 
celebrar  un  contrato  de  trasporte. 

Sabemos  que  los  menores  mencionados  son  tenidos  como 
emancipados  i  habilitados  de  edad  para  los  efectos  de  la  admi¬ 
nistración  i  goce  de  su  peculio  profesional  o  industrial,  es  de¬ 
cir,  gozan  de  la  capacidad  de  los  mayores  de  veinte  i  cinco 
años,  salvo  respecto  de  aquellos  actos  i  obligaciones  de  que 
una  lei  espresa  los  declara  incapaces. 

Con  estos  antecedentes  la  cuestión  queda  reducida  a  deter¬ 
minar  si  la  celebración  de  un  contrato  de  trasporte  queda  com¬ 
prendido  entre  los  actos  de  administración. 

La  mera  administración  está  determinada,  según  el  señor 
Luis  F.  Borja,  en  el  artículo  .2132  del  código  civil:  «El 
mandato  no  confiere  naturalmente  al  mandatario  mas  que  el 
poder  de  efectuar  los  actos  de  administración,  como  son  pagar 
las  deudas  i  cobrar  los  créditos  del  mandante,  pertenecientes 
uno  i  otro  al  jiro  administrativo  ordinario;  perseguir  en  juicio 
a  los  deudores,  intentar  las  acciones  posesorias  e  interrumpir 
las  prescripciones,  en  lo  tocante  a  dicho  jiro;  contratar  las  re¬ 
paraciones  de  las  cosas  que  administra;  i  comprar  los  materiales 
necesarios  para  el  cultivo  i  beneficio  de  las  tierras,  minas,  fá¬ 
bricas  u  otros  objetos  de  industria  que  se  le  hayan  encomen¬ 
dado. 

La  enumeración  no  comprende  todos  los  actos  de  adminis¬ 
tración  i  necesariamente  debe  caber  en  ella  el  contrato  de  tras¬ 
porte  ya  que  éste  es  casi  siempre  el  complemento  de  una  com¬ 
pra  o  de  otro  contrato.  Si  la  lei  autorizara  al  menor  solamente 
para  comprar  los  materiales  necesarios  para  el  cultivo  o  benefi¬ 
cio  de  las  tierras,  minas,  fábricas,  etc.,  i  no  le  diera  capacidad 
para  contratar  el  acarreo  de  esos  materiales,  casi  siempre  re¬ 
sultaría  imposible  la  admiuistración. 

Igual  capacidad  para  celebrar  el  contrato  de  trasporte  debe¬ 
mos  reconocer  a  la  mujer  separada  de  bienes,  la  cual,  confor- 
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me  al  artículo  159  del  Código  Civil,  no  necesita  la  autorización 
del  marido  para  los  actos  i  contratos  relativos  a  la  administra¬ 
ción  i  goce  de  lo  que  separadamente  administra. 

Aunque  la  disposición  anterior  se  refiere  a  la  autorización  del 
marido,  debe  interpretarse  en  el  sentido  de  que  devuelve  a  la 
mujer  mayor  de  edad  la  capacidad  que  había  perdido  con  el 
matrimonio. 

§  VII.  Prueba  del  trasporte 

28. — La  existencia  de  la  convención  puede  ser  probada  por 
diversos  medios.  El  empleo  de  estos  medios  depende  del  ca¬ 
rácter  menean  til  o  civil  del  contrato. 

Para  las  obligaciones  civiles  estos  medios  de  prueba  pueden 
ser  instrumentos  públicos  o  privados,  declaraciones  de  testigos 
en  los  casos  en  que  el  acto  o  contrato  contenga  la  entrega  o 
promesa  de  alguna  cosa  que  valga  mas  de  doscientos  pesos, 
presunciones  legales  o  judiciales,  la  confesión,  el  juramento 
deferido. 

En  materia  comercial  son  admisibles  los  mismos  medios  de 
prueba  i  algunos  más.  La  prueba  de  testigos  sirve  para  esta¬ 
blecer  la  existencia  de  las  obligaciones,  cualquiera  que  sea  la 
cantidad  que  importen,  salvo  el  caso  en  que  la  lei  exija  escri¬ 
tura  pública. 

Es  necesario  observar  a  este  respecto  el  doble  carácter  que 
revisten  algunos  actos,  pues  son  civiles  para  una  de  las  partes 
i  comerciales  para  la  otra.  En  estos  casos  el  empleo  de  los  me¬ 
dios  probatorios  propios  del  derecho  comercial  es  posible 
siempre  que  la  acción  se  dirija  en  contra  de  la  persona  para 
quien  el  acto  es  mercantil. 

Un  nuevo  medio  de  prueba,  desconocido  en  materia  civil, 
es  constituido  por  los  libros  de  comercio,  los  cuales  hacen  fó 
en  las  causas  mercantiles  que  los  comerciantes  ajitan  entre  sí. 
Pero  no  solamente  pueden  servir  como  medio  probatorio  en 
las  causas  mercantiles  entre  comerciantes,  pues,  un  no  comer¬ 
ciante  puede  en  un  asunto  mercantil  ofrecer  estar  i  pasar  por 
lo  que  constare  de  los  libros  de  su  contendor  comerciante, 
pudiendo  el  juzgado  en  ca30  de  negativa  de  éste  para  exhibir¬ 
los  sin  motivo  bastante,  deferir  el  juramento  supletorio  a  la 
parte  que  ha  exijido  la  exhibición. 

La  correspondencia  no  constituye  en  realidad  un  nuevo  me¬ 
dio  de  prueba  ya  que  queda  comprendida  entre  los  instrumen¬ 
tos  privados;  pero  la  obligación  que  la  lei  impone  a  los  comer¬ 
ciantes  de  dejar  copia  íctegra  i  a  la  letra  de  todas  las  cartas 
que  escribieren  sobre  negocios  de  su  jiro,  en  un  libro  especial, 
da  a  este  medio  probatorio  una  importancia  especial  en  materia 
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mercantil.  Aumenta  esta  importancia  con  la  obligación  del  comer¬ 
ciante  de  conservar  las  cartas  que  se  le  hubieren  dirijido  con 
relación  a  sus  negocios.  Recordaremos  que  esla  obligación  no 
resulta  de  una  disposición  espresa  sino  de  que  la  lei  reputa 
culpable  la  quiebra  del  com°rciante  que  no  conserva  las  cartas 
que  le  hubieren  dirijido. 

29 — Por  los  mismos  medios  probatorios  i  en  las  mismas 
condiciones  es  posible  establecer  las  cláusulas  del  trasporte. 

Hai  que  observar  que  las  empresas  públicas  de  trasporte 
están  obligadas  a  celebrar  el  contrato  en  las  condiciones  que 
determinen  sus  anuncios  al  público.  Ya  vimos  que  Jas  empre¬ 
sas  de  ferrocarriles  son  siempre  públicas  i  que  en  conformidad 
a  la  lei  de  ferrocarriles  están  obligadas  a  celebrar  el  trasporte 
en  las  condiciones  que  fijan  los  reglamentos  de  cada  empresu 
i  por  el  precio  determinado  en  las  tarifas. 

El  reglamento  i  la  tarifa  sirven  de  medio  probatorio.  Los 
anuucios  de  las  demás  empresas  públicas  pueden  servir  de 
prueba  de  las  condiciones  del  ajuste,  siempre  que  los  contra¬ 
tantes  no  hayan  estipulado  otras. 

No  sucede  así  en  los  contratos  ajustados  con  empresas  parti¬ 
culares  o  simplemente  con  particulares,  pues,  estos  son  libres 
para  convenir  en  ls s  condiciones  del  trasporte.  I  para  evitar 
las  dificultades  que  puede  ocasionar  la  prueba,  la  lei  ha  esta¬ 
blecido  que  el  contrato  i  sus  condiciones  sea  consignado  en  un 
instrumento  privado,  cuyo  nombre  es  carta  de  porte  o  carta 
guía. 

Este  documento  tiene  el  micino  valor  probatorio  que  el  que 
le  asigna  el  código  civil,  en  el  artículo  1702,  al  instrumento 
privado,  o  sea,  tiene  el  valor  de  escritura  pública  respecto  de 
los  que  aparecen  o  se  reputan  haberlo  suscrito,  i  de  las  perso¬ 
nas  a  quienes  se  han  transferido  las  obligaciones  i  derechos  de 
éstos,  siempre  que  sean  reconocidos  por  la  parte  a  quien  se 
oponen,  o  que  se  ha  mandado  tener  por  reconocido  en  los  ca¬ 
sos  i  en  los  requisitos  prevenidos  por  la  lei.  Una  limitación,  sin 
embargo,  es  necesario  señalar  en  la  aplicación  de  estas  reglas  a 
la  carta  de  porte. 

Reconocido  un  instrumento  privado,  hace  plena  fé  en  cuau- 
to  al  hecho  de  haberse  otorgado  i  su  fecha,  i  en  cuanto  a  las 
declaraciones  consignadas  en  ella  no  hacen  plena  fé  sino  res 
pecto  de  los  declarantes.  En  derecho  comercial,  conforme  al 
artículo  178  del  código  de  comercio,  es  posible  destruir  la  fé 
que  merecen  las  declaraciones  de  la  carta  de  porte,  probando 
falsedad,  omisión  o  error  involuntario. 

La  carta  de  porte  es  el  medio  probatorio  ordinario;  pero 
como  acatamos  de  ver  no  es  el  único,  pues  su  ausencia  no 
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impide  que  la  existencia  i  condiciones  del  contrato  sean  pro¬ 
badas  por  cualquiera  de  los  otros  medios  probatorios. 

30.  La  carta  de  p  rte  debe  ser  estendida  i  firmada  por  du¬ 
plicado  con  el  objeto  de  que,  con  posterioridad,  el  canje  de  los 
orijinales  sirva  de  prueba  de  la  entrega  de  las  mercaderías  por 
teadas. 

Conforme  a  la  disposición  del  artículo  175  del  código  de 
comercio  eBte  instrumento  debe  contener: 

l.o  El  nombre  apellido  i  domicilio  del  cargador,  porteador  i 
consignatario; 

2.o  La  calidad  jenórica  de  las  mercaderías,  su  peso  i  las 
marcas  i  número  de  los  bultos  que  las  contengan. 

3. °  El  lugar  de  la  entrega; 

4. °  El  precio  de  la  conducción; 

5. °  El  plazo  en  que  debe  hacerse  la  entrega  de  la  carga; 

6. °  El  lugar,  dia,  mes  i  afio  del  otorgamiento; 

7. ®  Cualesquiera  otros  pactos  o  condiciones  que  acordaren 
los  contratantes, 

La  omisión  de  algunas  de  las  enunciaciones  anteriores  no 
destruye  el  mérito  probatorio  de  la  carta  guia  i  las  designa¬ 
ciones  omitidas  pueden  ser  suplidas  por  cualesquiera  prueba 
legal. 

31.  Puede  ser  estendida  la  carta  guia  nominativamente,  a 
la  órden  o  al  portador.  Tiene  importancia  la  forma  en  que  es¬ 
tá  redactada  la  carta  para  los  efectos  de  la  cesión  de  que  pue¬ 
de  ser  objeto. 

Síes  nominativa  la  seción  está  sujeta  a  las  formalidades  que 
sefiala  el  código  de  comercio  en  el  Tit.  IV  del  libro  II  i  del 
código  civil  en  el  tit.  del  libro  IV.  En  este  caso  la  obligación 
se  debe  a  la  persona  designada  en  el  título  i  el  deudor  puede 
oponerle  todas  las  oscepciones  que  tuviere  en  su  centra  en  el 
momento  de  hacerse  exijible. 

La  cesión  necesita  para  que  produzca  efectos  legales,  la  no¬ 
tificación  del  deudor,  el  cual  puede  eu  este  momento  o  dentro 
de  tercero  dia;  hacer  presente  al  cesionario  las  escepciones  que 
tiene  contra  el  cedente  i  que  no  aparecen  en  el  título  cedido. 
De  esta  manera  el  deudor  salva  sus  escepciones,  las  que  ahora 
podrá  hacer  valer  en  contra  del  cesionario  en  el  momento  se¬ 
ñalado  para  el  cumplimiento  de  la  obligación. 

Los  créditos  a  la  órden  necesitan  del  endoso  como  única 
formalidad  para  que  la  cesión  sea  validamente  hecha.  Los  al 
portador  se  trafieren  por  la  simple  tradición  manual. 


CAPITULO  II 


Derechos  i  obligaciones  que  nacen  del 
contrato  de  trasporte 

Obligaciones  i  derechos  del  cargador.  II  Obligaciones  i  derechos  del 
porteador.  III  Responsabilidad  del  porteador.  VI  Derechos  del 
porteador.  Y  Obligaciones  i  derechos  del  consignatario. 


§  I.  Obligaciones  i  derechos  del  cargador 

Las  obligaciones  principales  son:  I)  entregar  las  mercade¬ 
rías;  II)  pagar  el  precio  de  la  conducción. 

I.  El  cargador  está  obligado  a  entregar  las  mercaderías  al 
porteador  bien  acondicionadas  i  en  el  tiempo  i  lugar  conveni¬ 
dos  i  a  suministrarle  los  documentos  necesarios  para  el  libre 
tránsito  de  la  carga. 

32.  La  entrega  debe  verificarse  en  el  tiempo  i  paraje  conve¬ 
nido,  i  el  incumplimiento  de  esta  obligación  da  derecho  al  por¬ 
teador  para  solicitar  la  resolución  del  contrato  i  el  pago  de  la 
mitad  del  porte  estipulado,  o  también  dejar  subsistente  la  con¬ 
vención  i  exijir  el  aumento  de  costos  que  ocasionare  el  retar¬ 
do  de  la  entrega. 

Esta  regla,  establecida  por  el  código  de  comercia,  no  es  más 
que  la  aplicación  de  otra  jeneral,  consignada  en  el  art.  1489 
del  código  civil,  conforme  a  la  cual  puede  pedirse  o  la  resolu¬ 
ción  o  el  cumplimiento  del  contrato,  con  indemización  de  per¬ 
juicios,  en  caso  de  inobservancia  de  lo  pactado. 

33.  Una  situación  diversa  se  produce  cuando  se  contrata  un 
vehículo  para  que  vaya  de  vacío  con  el  esclusivo  objeto  de  re¬ 
cibir  mercaderías  en  un  lugar  determinado  i  conducirlas  al 
domicilio  del  cargador  i  no  se  verifica  la  entrega  de  la  carga 
ofrecida.  En  este  caso  el  porteador  solo  puede  pedir  el  pago 
del  porte  estipulado,  i  si  obtiene  carga  de  retorno  puede  co¬ 
brar  el  cargador  únicamente  lo  que  falte  para  completar  el 
flete  convenido. 

34.  El  estado  de  la  carga  es  necesario  conocerlo  en  el  mo¬ 
mento  de  la  entrega  para  facilitar  después  la  apreciación  de  las 


pérdidas  i  averías  que  pueden  ocurrir  i  que  son  de  cargo  del 
porteador, 

Este  estado  se  determina  jeneralmente  en  la  carta  de  porte, 
i  para  los  casos  en  que  no  se  otorgue  este  documento  o  no  se 
señale  en  él  el  estado  de  la  carga,  la  lei  ha  establecido  que  se 
presume  que  las  cosas  han  sido  entregadas  sanas  i  en  buenas 
condiciones. 

35.  El  suministro  de  los  documentos  necesarit  s  para  el  libre 
tránsito  de  la  carga  es  otra  obligación  del  cargador,  cuyo  in¬ 
cumplimiento  le  acarrea  la  responsabilidad  de  los  comisos, 
multas  i,  en  jeneral,  de  todos  los  daños  i  perjuicios  que  eufrie- 
reel  porteador  por  estar  desprovistos  de  los  documentos. 

II.  Eu  cuanto  al  pago  del  porte  estipu'ado  rijen,  como  es 
natural,  en  primer  lugar  las  estipulaciones  de  los  contratantes. 
En  su  detecto,  la  lei  determina  que  el  pago  del  porte  corres¬ 
ponde  al  consignatario  i  sólo  en  caso  de  que  el  valor  de  las 
mercadarías  fuera  insuficiente  para  cubrir  el  flete  i  los  gastos 
de  conservación,  el  pago  corresponde  al  cargador. 

III.  Entre  los  derechos  del  cargador  está  el  variar  el  destino 
i  consignación  de  las  mercaderías  mientras  están  en  camino, 
siempre  que  no  las  hubiere  negociado  con  el  consignatario  u 
otro  tercero* 

El  porteador  está  obligado  a  cumplir  la  orden  siempre  que 
al  impartírsela  se  le  devuelva  el  duplicado  de  la  carta  de  por¬ 
te.  I  no  puede  proceder  en  otra  forma  el  acarreador,  porque  el 
trasporte  le  obliga  directamente  a  favor  del  consignatario,  de 
biendo  aquel  entregar  a  éste  las  mercaderías  so  pena  de  daños 
i  perjuicios. 

El  derecho  del  cargador  para  exijir  la  variación  de  destino 
tiene  una  limitación:  si  la  variación  necesita  el  cambio  de  ruta 
o  un  viaje  más  largo  i  dispendioso  es  menester  un  acuerdo 
entre  cargador  i  porteador  en  cuanto  la  alteración  del  porte 
estipulado,  i  en  defecto  de  acuerdo,  el  porteador  cumple  su 
obligación,  entregando  las  mercaderías  en  el  lugar  que  desig¬ 
na  el  contrato. 

XV.— Otro  de  los  derechos  que  la  lei  confiere  al  cargador  es 
el  de  pagarse,  con  preferencia  a  todos  los  acreedores  del  por-j 
teador,  del  importe  de  las  indemnizaciones  a  que  tenga  de  • 
recho  por  causa  de  retardo,  pérdidas,  faltas  o  averías,  con  el  i 
valor  de  las  bestias,  carruajes,  barca?,  aparejos  i  demás  instru¬ 
mentos  principales  o  accesorios  del  trasporte.  Tendremos  opor  i 
tunidad  de  hablar  de  este  privilejio  que  la  lei  concede  también 
al  porteador. 
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§  II  Derechos  i  obligaciones  del  porteador 

Las  obligaciones  del  porteador  son  las  siguientes:  I. — Reci¬ 
bir  las  raercaderns  en  el  tiempo  i  lugar  convenido;  II. —  Car¬ 
garlas  segúu  t)l  uso  de  personas  intelijentes;  III. — Realizar  el 
viaje  en  el  plazo  i  por  el  camino  que  señala  el  contrato;  IV. — 
Conservarlas  i  custodiarlas  en  la  misma  forma  que  el  deposi¬ 
tario  asalariado;  V — Entregar  las  mercaderías  a  la  persona  de¬ 
signada.  Entre  los  derechos  figuran  el  de  cobrar  el  flete  i  el 
privilejio  que  la  lei  le  concede  sobre  las  mercaderías  porteadas. 
También  se  tratará  en  este  párrafo  de  la  responsabilidad  del 
porteador: 

I.  — La  obligación  de  recibir  es  correlativa  a  la  obligación  del 
cargador  de  entregar  la  carga. 

Debe  hacerse  la  recepción  en  el  tiempo  convenido.  Si  no  hai 
convenio  al  respecto  el  porteador  deberá  recibirlas  al  realizar 
el  primer  viaje  que  emprenda  al  lugar  a  que  fueren  destina¬ 
das.  Puede  ocurrir  también  que  las  partes  no  convengan  en  el 
lugar  en  que  debe  verificarse  la  entrega.  La  lei  no  se  puso  en 
este  caso;  pero  en  el  hecho  casi  no  puede  presentarse  cuestión 
sobre  este  punto  pues  la  responsabilidad  del  acarreador  no  nace 
sino  desde  el  momento  en  que  las  mercaderías  quedan  a  su 
disposición  i  por  consiguiente  el  cargador  para  exijir  el  cum¬ 
plimiento  de  las  obligaciones  que  le  corresponden  al  porteador 
debe  buscar  a  éste  para  poner  la  carga  a  su  disposición  i  nece¬ 
sariamente  deberá  hacerlo  en  el  lugar  que  el  porteador  tiene 
destinado  a  la  recepción  de  las  mercaderías. 

II.  — Otra  obligación  es  la  de  cargar  las  mercaderías  según 
el  uso  de  las  personas  intelijentes.  ¿Qué  significado  tiene  esta 
frase:  según  el  uso  de  personas  intelijentes?  Tiene  importan¬ 
cia  saber  el  alcance  de  estas  palabras  para  graduar  la  respon¬ 
sabilidad  del  acarreador. 

Segúu  lá  regla  jeneral,  establecida  en  el  art.  1547  del  códi¬ 
go  civil,  el  deudor  es  responsable  de  la  culpa  leve  en  los  con¬ 
tratos  que  se  hacen  para  beneficio  recíproco  de  las  partes,  i 
conforme  al  artículo  44  del  mismo  código  es  culpa  leve  la 
falta  de  aquella  dilijencia  i  cuidado  que  los  hombres  emplean 
ordinariamente  en  sus  negocios  propios. 

Podrá  establecerse  que  si  el  porteador  no  procede  según  el 
uso  de  las  personas  intelijentes  es  responsable  de  la  culpa  leve? 
Parece  que  debe  responderse  afirmativamente  ya  que  no  se  ve 
razón  para  exijir  mayor  cuidado  en  el  carguío  de  las  mercade¬ 
rías  que  en  la  conducción  i  custodia.  Todavía  más,  para  que 
el  acarreador  incurriera  en  culpa  levísima  habría  sido  necesa¬ 
rio  que  el  lejislador  hubiese  exijido  en  este  caso  una  esmerada 
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dilijencia  al  verificar  el  carguío,  y  mucho  más  aún,  una  dili 
jencia  esmerada  semejante  a  la  que  un  hombre  juicioso  em- 
plea  en  sus  negocios  importantes. 

III. — Una  tercera  obligación  del  porteador  es  la  de  empren¬ 
der  i  concluir  el  viaje  en  el  plazo  i  por  el  camino  que  señale 
el  contrato.  Nuestro  código  suple  con  diversas  disposiciones  el 
vacío  que  pueden  dejar  a  este  respecto  los  contratantes.  Si  no 
hai  plazo  fijado  para  verificar  la  conducción  la  lei  establece  que 
se  realice  en  el  primer  viaje  que  emprenda  al  lugar  a  que  es¬ 
tán  destinadas  las  mercaderías. 

Semejante  disposición  se  presta  a  abusos  ya  que  puede  ocu¬ 
rrir  que  el  acarreadoremprenda  el  primer  viaje  después  de  uu 
tiempo  relativamente  largo.  Para  evitar  el  absurdo  se  ha  inter¬ 
pretado  esta  regla  en  el  sentido  de  ser  solo  aplicable  a  las  em¬ 
presas  públicas  de  trasportes  que  hacen  viajes  periódicos. 

En  defecto  de  convenio  acerca  de  la  ruta,  el  porteador  po 
drá  elejir,  habiendo  dos  o  más,  la  que  mejor  le  acomode,  con 
tal  que  la  elejida  se  dirija  vía  recta  al  punto  en  que  debe  en¬ 
tregar  las  mercaderías. 

36.  — En  caso  de  haber  ruta  convenida,  la  variación  volun¬ 
taria  de  ésta  por  parte  del  acarreador,  le  hace  responsable  tan¬ 
to  de  las  pérdidas,  faltas  o  averías  sea  cual  fuere  la  causa  de 
que  provengan,  como  de  la  multa  que  se  hubiere  estipulado. 

La  frase  «sta  cual  fuere  la  causa»  comprende  el  caso  fortui¬ 
to.  Es  una  situación  análoga  al  del  deudor  que  se  ha  consti¬ 
tuido  en  mora  el  cual  es  responsable  aun  del  caso  fortuito,  sal¬ 
vo  que  este  sea  de  aquellos  que  hubieran  dañado  la  cosa  debi¬ 
da  si  hubiera  sido  entregada  al  acreedor. 

37. — Puede  ocurrir  que  al  cumplir  el  porteador  con  su  obli¬ 
gación  de  conducir  acaezca  un  obstáculo  de  fuerza  mayor.  En 
este  caso  puede  el  acarreador  resolver  el  contrato  o  coutinuar 
el  viaje  tan  pronto  como  se  haya  removido  el  obstáculo,  por 
otra  ruta  o  por  la  designada. 

En  el  primer  caso,  es  decir,  si  solicita  resolución,  la  carga 
Sebe  ser  depositada  en  el  lugar  más  próximo  a  sú  destino  o  re 
tornarla  al  de  su  procedencia,  cobrándose  el  porte  a  prorrata 
del  camino  que  se  hubiere  andado,  tauto  de  ida  como  de  vuel¬ 
ta,  no  pudiendo  pasar  en  ningún  caso  del  porte  íntegro. 

Si  el  po  teador  prefiere  continuar  el  viaje  por  una  ruta  di 
versa  de  la  designada  i  más  larga  i  dispendiosa,  tiene  derecho 
a  un  aumento  de  porte;  pero  si  allanado  el  obstáculo  continúa 
por  la  misma  ruta  no  tiene  derecho  a  indemnización  por  el  re¬ 
tardo  sufrido. 

IV.  — La  obligación  de  conservar  i  custodiarlas  mercaderías 
«*s  análoga  a  la  que  corresponde  al  depositario  asalariado. 

Las  obligaciones  que  nacen  del  depósito  remunerado  son 
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iguales  a  las  que  derivan  del  depósito  propiamente  dicho,  i  solo 
hai  diferencia  en  la  mayor  dilijencia  que  en  el  cumplimiento 
de  sus  obligaciones  corresponde  al  depositario  remunerado, 
pues,  éste  es  responsable  hasta  de  la  culpa  leve  mientras  el 
otro  solo  responde  de  la  culpa  grave. 

98.  -  La  guarda  de  la  co3a  exije  del  depositario  fidelidad.  (1) 
Esta  fidelidad  equivale,  tratándose  del  depósito  remunerado, 
al  empleo  de  la  dilijencia  i  cuidado  que  los  hombres  emplean 
ordinariamente  en  sus  negocios  propios. 

Queda  comprendida  en  la  fidelidad  que  debe  guardar  el  de¬ 
positario  la  prohibición  de  servirse  de  las  cosas  que  le  han  con¬ 
fiado,  a  menos  que  haya  obtenida  permiso  para  usarlas  o  que 
pueda  presumirse  este  permiso.  Esta  misma  fidelidad  obliga  al 
depontmo  a  respetar  los  sellos  i  cerraduras  del  bulto  que  con¬ 
tiene  la  cosa  depositada,  en  otras  palabras,  a  no  pretender  co¬ 
nocer  la  cosa,  objeto  del  depósito,  cuando  el  depositario  ha 
querido  tenerla  oculta.  (2) 

El  incumplimiento  culpable  de  esta  obligación  obliga  al  de¬ 
positario  a  estar  a  la  declaración  del  depositante  en  cuanto  al 
número  i  calidad  de  las  especias  depositadas.  Se  presume  la 
culpa  del  depositario  en  todo  caso  de  fractura  o  forzamiento. 

I  todavía  mas,  la  fidelidad  obliga  al  depositario  a  no  violar 
el  secreto  de  un  depósito  de  confianza;  tampoco  puede  ser 
obligado  a  revelarlo. 

V.  39.  — Otra  obligación  que  el  trasporte  impone  al  aca¬ 
rreador  es  la  de  restituir  las  mercaderías  porteadas.  Veremos 
aquí  cuales  son  los  objetos  de  la  restitución;  a  quien,  donde  i 
cuando  la  restitución  debe  hacerse. 

Las  cosas  que  el  porteador  debe  entregar  son  las  mismas 
que  el  cargador  le  entregó,  i  la  restitución  debe  hacerla  en  la 
misma  forma  i  en  el  mismo  estado  en  que  le  fueron  entrega¬ 
das.  Así,  si  recibió  la  caga  al  peso,  por  cuenta  o  medida  estará 
obligado  a  restituirlas  en  la  misma  forma,  siempre  que  en  la 
carta  de  porte  se  exprese  que  las  ha  recibido  en  algunas  de  es¬ 
tas  formas,  i  siempre  que  el  cargador  no  hubiere  puesto  so 
brecargo  o  guarda  de  vista  que  vijile  la  conservación  de  la 
carga. 

Igualmente  si  recibió  mercaderías  encajonadas,  embarrica¬ 
das  o  enfardadas,  el  porteador  cumple  con  entregar  los  cajoues 
o  balas  ein  lesión  esterior  alguna;  pero  en  este  caso  para  que 
, el  acarreador  quede  exento  de  tola  responsabilidad  que  no 
pr oveng  i  de  fraude  o  infedilidad  es  necesario  que  exija  del 
consignatario  la  apertura  i  reconocimiento  de  I03  bultos  en  el 

( 

1()  Pothier.  Traite  du  Contrat  de  dépot.  N.°  26. 

1)  Pothier.  Obra  citada.  N.°  26. 
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acto  de  ía  recepción,  i  que  el  consignatario  rehúse  u  omita  esta 
dilijencia. 

40.  — Ocurrirá  con  frecuencia  que  haya  diferencia  entre  el 
porteador  i  el  consignatario  en  cuanto  a  si  las  mercaderías  son 
restituidas  en  el  estado  en  que  fueron  entregadas.  Recordare¬ 
mos  aquí  que  la  lei  presume  que  el  estado  de  la  carga  en  el 
momento  de  la  entrega  al  porteador  es  sano  i  de  buena  condi¬ 
ción  siempre  que  no  se  haya  estendido  carta  de  porte  o  se  ha¬ 
ya  omitido  esta  designación. 

Ocurriendo  estas  diferencias  acerca  del  esUdo  de  las  mer¬ 
caderías  nombrarán  los  interesados  judicial  o  extrajudiciaL 
mente  uno  o  mas  peritos  para  que  las  reconozcan  i  certifiquen 
el  resultado  de  la  operación.  Si  los  peritos  uo  ponen  término  a 
la  diferencia,  las  mercaderías  deben  ser  depositadas  en  el  lu¬ 
gar  que  el  juzgado  designe  i  mientras  los  interesados  hacen 
valer  sus  derechos. 

41.  — La  entrega  de  las  mercaderías  debe  hacerla  el  portea¬ 
dor  aun  en  el  caso  de  estar  averiadas,  salvo  que  los  deterioros 
lleguen  hasta  el  punto  de  dejar  inútiles  las  cosas  porteadas 
para  la  venta  i  consumo. 

En  este  último  caso  puede  el  consignatario  abandonarlas 
por  cuenta  del  porteador  i  cobrar  su  valor,  el  cual  es  deter¬ 
minado  con  sujeción  a  las  designaciones  de  la  carta  de  porte. 

42 — La  restitución  de  las  mercaderías  porteadas  debe  ser 
hecha  al  consignatario,  en  razón  de  que  el  trasporte  obliga  di¬ 
rectamente  a  aquel  a  favor  de  éste. 

El  contrato  de  trasporte  es  completamente  independiente  de 
los  actos  o  contratos  que  le  dan  origen,  de  tal  manera,  que  el 
acarreador  no  tiene  personería  para  examinar  el  derecho  que 
corresponde  al  consignatario 

43.  — La  carta  de  porte  puede  ser  transferida  con  las  solem 
nidades  que  exije  la  forma  en  que  ha  sido  estendida,  esto  es, 
nominativamente,  a  la  órden  o  al  portador. 

En  estos  casos  la  entrega  ya  no  debe  ser  hecha  al  consigna¬ 
tario  puesto  que  ha  trasferido  el  derecho  que  la  carta  le  con¬ 
cede  en  contra  del  acarreador,  sino  al  cesionario  de  la  carta  de 
porte. 

44.  La  falta  de  consignatario, ya  sea  porque  las  designaciones 
de  la  carta  guía  son  insuficientes  para  determinarlo,  ya  sea 
porque  se  encuentra  ausente  del  lugar,  ya  sea  poique  rehúsa 
recibir  las  mercaderías,  da  lugar  a  que  el  acarreador  solicite 
del  juzgado  la  designación  de  un  lugar  para  depositar  las  mer¬ 
caderías  porteadas,  por  cueuta  de  a  quien  corresponda  recibir¬ 
las.  I  para  evitar  las  futuras  reclamaciones  acerca  del  estado 
en  que  las  mercaderías  fueron  entregadas  por  el  parteador,  el 
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juez,  antes  de  ordenar  el  depósito,  debe  designar  uno  o  tres 
peritcs  que  reconozcan  i  certifiquen  el  estado  de  la  carga. 

En  el  trasporte  ajustado  con  empresarios  públicos,  el  juez 
que  ordenó  el  depósito  debe  dar  aviso  al  Intendente  de  la  pro¬ 
vincia  de  la  existencia  de  los  efectos  depositados;  para  que  lo 
mande  vender  en  el  martillo  i  ponga  su  producto  líquido  en 
las  arcas  fiscales  por  cuenta  de  a  quien  corresponda  reclamar¬ 
las,  siempre  que  los  consignatarios  o  pasajeros  no  reclamaren 
los  objetos  porteados  dentro  de  los  seis  meses  siguientes  a  la 
terminación  del  viaje.  I  si  el  dueño  no  se  presenta  a  reclamar 
el  precio  consignado,  dentro  de  un  año,  contado  desde  la  fe¬ 
cha  de  la  venta,  será  aplicado  al  Fisco. 

Esta  disposición  tendrá  aplicación  siempre  que  baya  sido 
pagado  el  porte,  pues,  de  otra  manera  procederá  la  acción 
del  porteador  para  obtener  el  pago  con  el  valor  que  se  obtu¬ 
viere  en  el  remate  de  las  mercaderías.  También  será  aplicable 
cuando  para  el  pago  del  flete  hubiere  solamente  necesidad  de 
rematar  una  parte  de  la  carga. 

45.  La  entrega  al  consignatario  debe  hacerse  en  el  lugar 
convenido.  Ya  hemos  visto  que  entre  los  derechos  del  carga¬ 
dor  está  el  de  variar  el  destino  i  consignación  de  las  mercade¬ 
rías  mientras  están  en  camino  i  también  estudiamos  los  requi¬ 
sitos  necesarios  para  hacer  valer  este  derecho. 

46.  Puede  faltar  la  designación  del  lugar  de  la  entrega?  A 
nuestra  manera  de  ver,  esta  designación  es  indispensable  para 
la  existencia  del  contrato,  pues,  toda  convención  exije  un  ob¬ 
jeto,  que  en  este  caso  consiste  en  la  ejecución  de  un  trabajo. 
Ahora  si  los  contratantes  no  señalan  el  lugar  en  que  deben  ser 
consignadas  las  mercaderías,  podemos  decir  que  el  objeto  del 
contrato  no  está  determinado,  el  porteador  no  sabría  qué  ha¬ 
cer  con  las  mercaderías. 

47.  La  consignación  debe  hacerse  en  el  plazo  convenido. 
En  defecto  de  convenio  sobre  este  punto,  la  entrega  de  la  car¬ 
ga  debe  hacerla  el  acarreador  tan  pronto  como  llegare  con 
ellas  a  su  destino. 

La  lei  de  Policía  de  Ferrocarriles,  de  6  de  agosto  de  1862, 
obliga  a  las  empresas  a  tener  todos  los  elementos  necesarios 
para  hacer  el  servicio  de  trasporte  en  proporción  a  la  activi¬ 
dad  ordinaria  de  las  comunicaciones  entre  los  diversos  pue¬ 
blos  que  ligare.  Sin  embargo,  el  monopolio  que  de  hecho 
crea  un  ferrocarril  exije  que  se  tomen  medidas  mas  eficaces 
para  asegurar  el  acarreo  en  un  plazo  razonable. 

48.  — Si  hai  plazo  señalado  para  la  entrega  i  esta  no  se  veri¬ 
fica  conforme  al  convenio,  el  porteador  es  responsable  de  los  da¬ 
ños  i  perjuicios  causados.  I  aunque  el  retardo  no  hubier  ecausa- 
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do  daños  el  porteador  está  obligado  a  pagar  la  multa  que  se 
hubiere  estipulado  para  este  caso. 

§  111.— Responsabilidad  del  porteador 

Puede  dividirse  esti  materia  en  I. — Causales  de  responsabili¬ 
dad;  II — Causales  que  lo  eximen  de  responsabilidad;  III. — 
Medida  de  su  responsabilidad,  i  IV  — .principio  i  fin  dé  la  res¬ 
ponsabilidad. 

49. — Como  en  todo  contrato  responde  el  acarreador  de  la 
inejecución  de  cualquiera  de  las  obligaciones  que  le  impone  el 
contrato. 

Del  trasporte  derivan  para  el  acarreador  obligaciones  de  ha¬ 
cer  cuyo  cumplimiento  puede  éste  encomendar  a  un  tercero, 
sea  ájente  o  sirviente,  sin  que  su  responsabilidad  sufra  modi¬ 
ficación  alguna,  conforme  a  la  disposición  del  artículo  2015 
del  código  civil,,  inciso  3.°. 

I  50. — Las  causales  de  responsabilidad  pueden  reducirse  a 
tres:  a)  por  pérdida  de  las  mercaderías;  b)  por  averías  de  las 
mismas,  i  c)  por  retardo  de  la  entrega. 

Hai  pérdida  en  el  caso  de  que  realmente  este  suceda  sino 
también  en  cualquiera  otro  en  que  el  porteador  no  pruebe  ha 
ber  entregado  las  mercaderías  en  el  lugar  i  tiempo  designados. 
Hai  avería  en  los  casos  en  que  no  habiendo  pérdida,  las  mer¬ 
caderías  han  sufrido  deterioros.  Estas  pueden  ser  de  dos  clases: 
de  aquellas  que  dejan  las  cosas  inútiles  para  la  venta  i  consu¬ 
mo,  i  de  aquellas  que  solo  producen  disminución  en  el  valor 
de  las  mercaderías. 

I  por  último  hai  retardo  siempre  que  no  se  verifique  la  con¬ 
ducción  en  el  plazo  convencional  o  legal. 

II  51.— La  presunción  legal,  establecida  por  la  disposición 
del  artículo  200,  inciso  2  °,  del  código  de  comercio,  en  contra 
del  cargador,  acerca  de  su  culpabilidad  por  la  pérdida,  avería 
o  retardo,  solo  puede  ser  destruida  con  la  prueba  de  alguna  de 
las  tres  causales  de  exención  que  señala  el  artículo  184  del  có¬ 
digo  de  comercio. 

Estas  exenciones  tienen  como  fundamento  el  hecho  de  ha 
berse  producido  la  pérd  da,  deterioro  o  retardo  a  causa  de 
fuerza  mayor  o  caso  fortuito,  de  vicio  propio  déla  cosa  o  de  un 
hecho  del  cargador  o  consignatario. 

52 — Se  estingue  la  obligación  del  deudor  siempre  que  el 
cuerpo  cierto  pere:e,  o  porque  se  destruye,  o  porque  deja  de 
estar  en  el  comercio,  o  porque  desaparece  i  se  ignora  si  exis 
te,  salvo  que  haya  culpa  del  deudor. 

Ahora  la  lei  presume  que  la  pérdida  ocurre  siempre  por  cul- 
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pa  del  porteador,  de  tal  manera,  que  es  nt  cesaría,  por  parte  de 
estela  prueba  de  su  inculpabilidad. 

A  primera  vista  parece  que  el  acarreador  tratará  de  demos¬ 
trar  que  ha  empleado  en  el  cumplimiento  de  sus  obligaciones 
la  dilijencia  que  la  lei  le  exije  i  que  el  daño  se  ha  producido 
a  pesar  de  ella. 

Sin  embargo,  una  prueba  tan  jeneral,  vaga  i  demasiado  fácil 
de  rendir  no  ha  sido  admitida  por  nuestra  Corte  de  Casación; 
exijiendo  este  tribunal,  por  el  contrario,  para  eximir  de  res 
ponsabilidad  a  un  porteador,  la  prueba  directa  del  hecho  for¬ 
tuito  i  de  que  la  pérdida  ha  sido  su  consecuencia.  (1) 

53.  — Igual  presunción  de  culpabilidad  existe  para  el  caso 
de  deterioro  de  las. mercaderías.  La  exencióa  de  responsabili 
dad  se  produce  en  igual  forma  con  la  prueba  del  caso  fortuito. 
Esta  causal  de  exención  tambiéu  sirve  para  el  caso  de  retardo. 

54.  — Sin  embargó,  la  exención  de  responsabilidad  por  caso 
fortuito  o  vicio  propio  (causal  que  estudiaremos  a  continua 
ción)  no  se  produce,  a  pesar  de  la  prueba  de  los  hechos  que  la 
constituyen,  en  los  siguientes  casos: 

a)  Siempre  que  un  hecho  o  culpa  del  porteador  hubiere  con¬ 
tribuido  al  advenimiento  del  caso  fortuito; 

b)  Siempre  que  el  porteador  no  hubiere  empleado  toda  la 
dili jeneia  i  pericia  necesarias  para  cortar  o  atenuar  los  efectos 
del  accidente  que  hubiere  causado  la  pérdida  o  avería; 

c)  Si  en  la  carga,  conducción  i  conservación  de  las  merca¬ 
derías  no  hubiere  puesto  la  dilijencia  i  cuidado  que  acostum¬ 
bran  los  porteadores  inteligentes  i  precavidos, 

d)  Si  han  convenido  los  contratantes  en  que  el  porteador  res¬ 
ponda  del  caso  fortuito  o  si  el  acarreador  estaba  en  mora. El  có¬ 
digo  de  comercio  no  señala  esta  última  causal,  de  manera,  que 
es  necesario  deducirla  de  las  reglas  jenerales  del  código  civil. 

55.  En  loe  casos  en  que  la  pérdida  o  deterioro  no  es  impu¬ 
table  a  ninguna  persona,  el  daño  es  de  cargo  del  propietario 
de  las  mercaderías,  pues,  las  cosas  producen  i  perecen  para  su 
dueño,  salvo  que  hayan  convenido  entre  éste  i  el  cargador 
en  sentido  diverso  o  que  el  cargador  (que  no  es  dueño)  haya 
atribuido  a  las  mercaderías  en  la  carta  de  porte,  una  calidad 
jenérica  distiuta  de  la  que  realmente  tuvieren. 

El  artículo  184  del  código  de  comercio  consigna  esta  regla  i 
dispone  que  las  mercaderías  sean  trasportadas  a  riesgo  i  ven¬ 
tura  del  cargador,  del  consignatario  o  de  la  persona  que  invis¬ 
tiere  el  carácter  de  dueño  de  ellas,  i  por  consiguiente,  serán  de 


(1)  Sentencia  de  10  de  Julio  de  1915.  Revista  de  Derecho  i  Jurispru¬ 
dencia,  Año  III,  Sección  I,  Parte  segunda,  páj.  38. 
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su  cuenta  las  pérdidas  i  averías  que  sufran  durante  la  conduc¬ 
ción  por  caso  fortuito  o  vicio  propio  de  las  mercaderías. 

56.  La  exención  de  responsabilidad  por  pérdida  avería  o 
retardo  a  causa  de  un  hecho  del  cargador  o  consignatario,  es* 
tablecida  a  favor  del  acarreador  es  fácil  esplicáreela. 

Los  contratantes  deben  cumplir  sus  obligaciones  con  el  cui¬ 
dado  i  dilijencia  que  la  lei  les  impone;  debiendo  cada  cual  su¬ 
frir  las  consecuencias  de  su  incaria.  Por  consiguiente,  si  la 
falta  de  dilijencia  del  cargador  o  consignatario  en  el  cumpli 
miento  de  las  obligaciones  que  el  contrato  les  impone  ocasiona 
un  daño  en  las  mercaderías,  mientras  están  en  poder  el  aca¬ 
rreador,  nada  más  lójico  que  este  daño  sea  de  cargo  de  los  cau 
santes. 

Por  ejemplo,  si  el  remitente  no  entrega  la  carga  bien  acon¬ 
dicionada  por  este  defecto  se  destruye  o  deteriora,  el 
porteador  puede  exonerarse  de  la  responsabilidad  que  le  afec¬ 
ta  por  este  daño,  probando  que  la  pérdida  o  deterioro  es  la 
consecuencia  del  mal  acondicionamiento. 

57.  Otra  causal  de  exención,  que  tiene  aplicación  únicamen¬ 
te  en  el  trasporte  ajustado  con  empresarios  públicos,  es  la  que 
señala  el  artículo  228  del  código  de  comercio:  los  empresarios 
no  serán  responsables  del  dinero,  alhajas,  documentos  o  efec 
tos  de  gran  valor  que  contengan  los  cofres,  paquetes  o  cajo¬ 
nes  trasportados,  si  al  tiempo  de  la  entrega  I03  pasajeros  o 
cargadores  no  hubieren  declarado  su  contenido. 

Por  regla  jeneral,  Ja  obligación  de  declarar  el  contenido  de 
los  paquetes,  cofres  o  cajones,  cualquiera  que  él  sea,  no  existe 
siempre  que  el  empresario  o  sus  ajentes  o  factores  no  requie¬ 
ran  del  cargador  o  pasajero  esta  declaración. 

58.  ¿Puede  un  acuerdo  de  los  contratantes  eximir  al  portea 
dor  de  la  resposabilidad  que  la  lei  establece? 

Este  es  un  punto  que  con  frecuencia  se  discute  en  los  tribu¬ 
nales  a  consecuencia  de  las  cláusulas  limitativas  de  responsa¬ 
bilidad  que  los  porteadores  establecen  a  su  favor. 

El  código  civil,  en  el  artículo  2015,  dispone  que  el  acarrea¬ 
dor  es  responsable  de  las  destrucciones  i  deterioros  de  la  car¬ 
ga,  a  menos  que  se  haya  estipulado  lo  contrario,  o  que  se 
pruebe  vicio  de  la  carga,  fuerza  mayor  o  caso  fortuito.  De 
manera  que,  conforme  a  esta  disposición,  el  acarreador  no  es 
responsable  de  la  destrucción  i  deterioro  siempre  que  asi,  se 
estipule  por  los  contratantes. 

No  parece  que  el  sentido  de  la  disposición  sea  eximir  de  res¬ 
ponsabilidad  al  acarreador  en  caso  de  que  las  partes  así  lo 
acuerden  pues,  sería  facilitar  el  fraude. 

Todos  los  tratadistas  que  hemos  podido  consultar  están  de 
acuerdo  en  declarar  sin  valor  alguno  una  convención  que  esta- 
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blezca  la  irresponsabilidad  del  acarreador  por  las  pérdidas  o 
averías  cansadas  a  la  carga. 

Aubry  i  Rau  enseñan  que  «el  acarreador  es  responsable, 
salvo  las  caueas  de  exención  admitidas  por  la  lei,  de  la  pérdi¬ 
da  i  averías  de  las  cosas  que  le  han  confiado,  no  obstante  toda 
convención  contraria.  Permanecerá  siempre  responsable  a  pe¬ 
sar  de  que  en  sus  anuncios  i  propectos  públicos  declare  no 
querer  cargar  con  ninguna  responsabilidad.» 

Según  los  mismos  tratadistas,  la  jurisprudencia  francesa  ha 
establecido  «que  no  puede  validamente  estipularse  que  el  aca¬ 
rreador  no  será  responsable  de  las  averías  provenientes  de  su 
falta  o  de  aquellas  de  sus  dependientes».  (1) 

Según  M.  Pardessus,  1 1  facultad  de  excluir  la  responsabili¬ 
dad  por  los  hechos  de  los  acarreadores  no  es  admisible  siempre 
que  el  contratante  que  pretende  eximirse  no  6ea  un  comisio¬ 
nista  de  trasporte  sino  un  empresario  que  ejecuta  el  trasporte 
sea  por  sus  propios  ajentes  sea,  estipulando  con  otros  acarrea¬ 
dores  precios  distintos.  (2) 

Dalloz,  después  de  citar  el  artículo  98  del  código  de  comer¬ 
cio  francés,  el  cual  establece  que  el  comisionista  (de  trasporte) 
es  responsable  de  las  pérdidas  o  averías  de  las  mercaderías  i 
efectos,  siempre  que  no  haya  estipulación  contraria  en  la  car¬ 
ta  de  porte  o  que  no  ocurra  una  fuerza  mayor,  dice  que  es  un 
principio  cierto  en  derecho  que  no  se  puede  convenir  que  no 
se  será  responsable  de  los  hechos  propios.  Este  principio,  agre¬ 
ga,  ha  sido  establecido  en  todas  las  materias  de  derecho  civil 
i  comercial,  porque  librar  una  persona  de  la  responsabilidad 
de  sus  hechos  es  abrir  uua  puerta  al  fraude.  (3) 

I  contra  la  disposición  del  código  civil,  ya  citada,  no  pode¬ 
mos  oponer  la  consignada  en  el  artículo  2299  del  código  de  co¬ 
mercio,  pues,  esta  se  refiere  a  las  cláusulas  limitativas  de  res¬ 
ponsabilidad  de  los  empresarios  públicos  que  establezcan  en 
los  billetes  impresos. 

Queda,  pues,  establecido  que  la  regla  del  artículo  2015  del 
código  civil  es  aplicable  a  los  porteadores  particulares. 

Es  necesario,  en  consecuencia,  buscar  el  alcance  de  esta  dis¬ 
posición,  para  lo  cual  podría  servir  la  consignada  por  este  mis¬ 
mo  código  en  el  artículo  12,  que  dispone  que  pueden  renun¬ 
ciarse  los  derechos  conferidos  por  las  leyes  con  tal  que  solo 
miren  al  interes  iudividual  del  renunciante  i  que  no  esté  pro¬ 
hibida  su  renuncia. 

La  responsabilidad  puede  considerarse  como  una  institución 


(1)  Droit  Civil.  1871.  Tome  IV,  paj.  373. 

(2)  Cours  de  Droit  Commercial.  1821.  Tome  II.  N.o  576 

(3)  Repertoire  de  Jurisprudence.  Comissionaire  N.o  342. 
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de  interés  público,  pue3,  tiene  por  objeto  el  fiel  cumplimiento 
de  los  pactos  i  evitar  el  fraude;  además  la  renuncia  anticipada 
del  derecho  que  la  lei  le  concede  para  el  caso  de  incumplimien¬ 
to  de  las  obligaciones  por  parte  del  acarreador  no  podría  ha¬ 
cerse  porque  no  se  renunciaría  ningún  derecho,  pues,  hai  una 
simple  espectafciva,  sino  que  sería  la  lei  la  renunciada. 

La  Corte  Suprema  se  ha  pronunciado  sobre  este  punto  i  ha 
declarado  que  las  empresas  públicas  de  trasporte  no  pueden 
modificar  las  reglas  que  sobre  responsabilidad  establece  el  có¬ 
digo  de  comercio.  (1) 

Quedaría  la  cuestión  reducida  a  saber  si  los  porteadores 
particulares  pueden  modificar  e?tas  reglas.  Muchas  razones 
tenemos  en  contra;  pero  la  disposición  del  artículo  2015  del 
código  civil  es  desgraciadamente  demasiado  clara  para  entrar 
en  interpretaciones. 

III. — Medida  de  la  responsabilidad  del  acarreador 

59. — La  acción  de  responsabilidad  tiene  por  objeto  la  repa¬ 
ración  de  los  perjuicios  causados. 

Por  regla  jeneral,  la  responsabilidad  del  deudor  de  cual¬ 
quiera  obligación  comprende  los  perjuicios  que  se  previeron  o 
pudieron  preverse  al  tiempo  del  contrato,  siempre  que  no  »e 
pueda  imputar  dolo  al  deudor  pues,  en  este  caso,  la  responsabi¬ 
lidad  comprende  todos  los  perjuicios  que  fueren  una  conse¬ 
cuencia  inmediata  o  directa  de  no  haberse  cumplido  la  obliga¬ 
ción  o  de  haberse  demorado  su  cumplimiento. 

Ahora  i  en  jeneral  también,  los  perjuicios  comprenden,  a  su 
vez,  el  daño  emerjente  i  el  lucro  cesante.  Daño  emerjente  es 
la  pérdida  o  disminución  efectiva  de  capital  que  resulta  de  la 
falta  de  cumplimiento  de  la  obligación;  i  lucro  cesante  es  lo 
que  se  deja  de  ganar  a  consecuencia  de  dicha  pérdida. 

Estas  reglas  jenerales,  establecidas  por  el  código  civil,  que 
definen  el  perjuicio  i  que  determinan  su  mayor  o  menor  al¬ 
cance,  según  los  casos,  no  tienen  aplicación  en  lo  relativo  a  la 
responsabilidad  del  porteador,  salvo  en  caso  de  ser  este  respon¬ 
sable  por  retardo  en  la  entrega  de  las  mercaderías. 

Es  fácil  ver  lo  mucho  que  queda  sometido  al  arbitrio  del 
juez  en  la  determinación  de  los  perjuicios  causados,  a  conse¬ 
cuencia  de  la  ostensión  de  las  reglas  legales.  I  en  materia  de 
trasporte  la  dificultad  aumenta,  porque  para  saber  la  pérdida 
causada  i  lo  que  ha  dejado  de  ganar  el  contratante  perjudica¬ 
do,  sería  menester  entrar  al  estudio  de  los  contratos  que  oca- 


(1)  Sentencia  de  la  Corte  Suprema  de  9  de  Agosto  de  1898.  Ga¬ 
ceta  de  1898.  N,o  171,  páj.  179. 
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sionaron  el  de  trasporte.  Para  evitar  este  inconveniente  el  có¬ 
digo  de  comercio  da  reglas  para  medir  con  exactitud  la  res¬ 
ponsabilidad  del  porteador,  en  caso  de  pérdida  o  avería. 

En  caso  de  pérdida,  establece  el  artículo  209  del  código  de 
comercio,  el  porteador  debe  pagar  las  mercaderías  al  precio  que 
tengan  a  juicio  de  peritos  en  el  día  i  lugar  en  que  él  debió 
verificar  la  entrega.  I  como  podría  presentarse  dificultad  para 
avaluar  mercaderías  que  no  existen,  el  código  citado  establece 
que  la  estimación  debe  tener  por  base  las  indicaciones  de  la 
carta  dd  porte  en  cuanto  a  la  calidad  jenérica,  peso,  número,  i 
en  jeneral,  todas  las  indicaciones  consignadas  por  los  contra¬ 
tantes,  que  sirvan  para  singularizar  las  mercaderías. 

60. — ¿Ien  qué  antecedentes  es  necesario  basar  la  estimación 
de  las  mercaderías  perdidas  cuando  falta  la  carta  de  porte  o 
esta  no  contiene  las  indicaciones  relativas  a  la  calidad  i  canti¬ 
dad  de  la  carga? 

En  el  trasporte  ajustado  con  empresarios  públicos,  el  código 
de  comercio,  en  el  artículo  227,  da  una  solución,  pues,  estable¬ 
ce  que  si  la  prueba  fuere  imposible  o  insuficiente  para  fijar  el 
valor  de  los  objetos  perdidos,  se  deferirá  el  juramento  al  pasa¬ 
jero  o  cargador  acerca  de  este  punto;  i  después  de  prestado  el 
juramento,  el  juez  determinará  prudencialmente  la  cantidad 
que  deban  pagar  los  empresarios  por  vía  de  indemnización, 
atendida  la  clase  i  moralidad  del  reclamante,  su  posibilidad 
pecuniaria  i  las  circunstancias  especiales  del  caso. 

Con  la  cita  anterior  no  solucionamos  definitivamente  la 
cuestión  propuesta,  porque  las  reglas  anteriores  son  especiales 
al  trasporte  ajustado  con  empresarios  públicos,  i,  por  consi¬ 
guiente,  no  aplicables  al  trasporte  en  jeneral;  i  porque  antes 
es  necesario  conocer  la  prueba  que  la  lei  permite  rendir,  ai 
disponer  que  el  juez  podrá  deferir  el  juramento  siempre  que 
fuere  imposible  o  insuficiente  la  prueba. 

Sin  duda,  que  la  falta  de  las  indicaciones  necesarias  para 
hacer  la  estimación  de  las  cosás  perdidas,  como  consecuencia 
de  no  haberse  otorgado  carta  de  porte,  puede  subsanarse  con 
los  antecedentes  que  pueden  obtenerse  con  los  otros  medios 
probatorios.  Entre  comerciantes  i  siempre  que  el  comercio  sea 
un  acto  de  comercio  para  ambos,  servirán  los  libros  de  comer¬ 
cio. 

Una  duda  podría  presentarse:  ¿es  posible  la  prueba  de  testi¬ 
gos  para  establecer  la  calidad  i  cantidad  de  las  cosas  perdidas? 
Parece  que  si,  pues,  se  trata  de  establecer  hechos,  como  son  la 
calidad  i  cantidad,  i,  por  e!  contrario,  no  se  pretende  probar 
obligación  alguna,  ya  que  suponemos  que  el  porteador  no  des¬ 
conoce  ni  sus  obligaciones  ni  su  responsabilidad.  Esta  prueba 
corresponde  al  cargador  o  al  consignatario.  El  artículo  226  del 
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código  de  comercio  dispone  a  este  respecto  que  en  caso  de 
pérdida,  el  cargador  o  pasajero  deberá  acreditar  la  entrega  e 
importe  de  las  cosas  perdidas. 

61.  — La  medida  de  la  responsabilidad  del  porteador  en  caso 
de  avería  está  determinada  con  la  misma  precisióu  que  en  el  ca¬ 
so  de  pérdida. 

.  Uon  este  objeto  las  averías  se  clasifican  en  dos  grupos:  a) 
aquellas  que  inutilizan  las  mercaderías  para  su  venta  i  consumo; 
i  o)  aquellas  que  solo  producen  disminución  en  el  valor  de  las 
mercaderías. 

En  el  primer  grupo  deben  incluirse  las  averías  de  cosas  que 
forman  un  juego,  pues,  aun  cuando  se  encuentren  piezas  com¬ 
pletamente  ilesas,  el  consignatario  no  está  obligado  a  reci¬ 
birlas. 

La  responsabilidad  del  porteador  en  caso  de  ocurrir  averías 
del  primer  grupo  es  igual  a  la  que  le  corresponde  en  caso  de 
pérdida,  esto  es,  deberá  pagar  el  valor  de  la  carga,  estimado 
en  la  forma  ya  indicada.  Aquí  no  se  presenta  la  cuestión  de 
saber  como  se  determina  la  cantidad  i  calidad  de  la  carga 
cuando  no  hai  carta  de  porte,  porque  las  mercaderías  están  a 
disposición  de  los  peritos  en  este  caso. 

Si  la  avería  es  del  segundo  grupo  el  porteador  responde  del 
importe  del  menoscabo. 

62.  Ya  habiamos  dicho  que  los  perjuicios  causados  por  el 
retardo  en  la  entrega  de  las  cosas  porteadas  se  determinan  en 
la  forma  que  establece  el  código  civil. 

El  código  de  comercio  se  limita  a  reproducir  al  gunas  re¬ 
glas  sobre  la  cláusula  penal.  Hai  lugar  a  exijir  la  pena,  dice  el 
código  civil,  en  todos  los  casos  en  que  se  hubiere  estipulado 
sin  necesidad  de  probar  perjuicios;  igual  disposición  consigna 
el  códido  de  comercio  en  el  artículo  206. 

Por  regla  jeneral,  la  cláusula  penal  tiene  por  objeto  deter¬ 
minar  el  monto  de  los  perjuicios  para  el  caso  de  inejecución 
de  lo  pactado;  pero  también  puede  pactarse  no  ya  como 
equivalente  de  las  obligaciones  contractuales,  sino  como 
indemización  por  el  retardo  en  el  cumplimiento.  En  el  primer 
caso  hai  lugar  solamente  para  exijir  o  la  obligación  principal  o 
la  pena,  mientras  en  el  segundo,  puede  el  acreedor  solicitar  la 
obligación  i  la  pena. 

Pero  el  código  de  comercio,  en  el  artículo  206,  inciso  2.°,  da 
al  consignatario  el  derecho  de  exijir  la  multa,  los  perjuicios 
que  el  interesado  en  el  arribo  de  los  mercaderías  hubiere  su¬ 
frido  por  efecto  directo  e  inmediato  del  retardo  i,  todavía  más, 
no  cabe  duda,  que  podrá  exijir  el  cumplimiento  de  la  obliga¬ 
ción  principal,  es  decir,  la  entrega  de  las  mercaderías. 
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IV.  Principio  i  fin  de  la  responsabilidad  del  porteador 

63.  Es  mui  importante  conocer  el  momento  en  que  nace  la 
responsabilidad  del  acarreador.  Nuestro  código  de  comercio 
consigna  una  regla  que  no  da  lugar  a  dificultades. 

Un  obstáculo  de  otro  órden  se  presenta  con  ocasión  del  es¬ 
tudio  de  esta  materia.  Existe  en  la  lei  de  Policía  de  Ferroca¬ 
rriles,  de  6  de  agosto  de  1862,  una  disposición  diversa  en 
cuanto  al  momento  en  que  nace  la  responsabilidad  de  las  em¬ 
presas  de  ferrocarriles,  cuya  oposición  con  la  disposición  del 
código  de  comercio  obliga  a  determinar  cual  de  las  dos  dispo¬ 
siciones  está  actualmente  en  vijencia. 

La  responsabilidad  del  porteador,  establece  el  artículo  200 
del  código  de  comercio,  principia  desde  el  momento  en  que 
las  mercaderías  quedan  a  su  disposición  o  a  la  de  sus  depen¬ 
dientes.  Por  otra  parte,  la  lei  de  ferrocarriles  citada  establece, 
en  el  artículo  45,  que  «ia  responsabilidad  de  la  empre¬ 
sa  por  las  mercaderías,  equipaje  i  demas  objetos  que  se  encar¬ 
gue  de  conducir,  principia  desde  el  momento  en  que  el  em¬ 
pleado  destinado  a  recibirlas  dé  el  respectivo  documento  o  res¬ 
guardo  al  remitente,  o  a  quien  obre  a  su  nombre.» 

Resulta,  pues,  que  en  conformidad  al  código  de  comercio,  la 
responsabilidad  del  porteador  principia  desde  que  las  merca¬ 
derías  quedan  a  su  disposición  i,  conforme  a  la  lei  de  ferroca¬ 
rriles,  la  responsabilidad  de  éste  mismo  no  exite  mientras  el 
cargador  no  obtiene  el  respectivo  documento. 

Hai  solución  de  este  problema  desde  que  se  determina  cual 
de  las  leyes  está  vijente  en  este  punto. 

A  nuestra  manera  de  ver,  la  disposición  de  la  lei  de  Policía 
de  Ferrocarriles  está  derogada  por  el  código  de  comercio,  de¬ 
biendo,  en  consecuencia,  aplicarse  a  las  empresas  de  ferroca¬ 
rriles,  en  cuanto  el  nacimiento  de  la  responsabilidad,  la  regla 
del  artículo  200,  ya  mencionada.  (1) 

Esta  solución  tiene  como  antecedentes  diversas  disposiciones 
del  código  de  comercio.  En  otras,  la  del  artículo  232,  que  dis¬ 
pone  que  las  disposiciones  del  párrofo  VI  no  derogan  la  lei  de 
Policía  de  Ferrocarriles,  siendo  que  el  artículo  200  no  está  en¬ 
tre  las  de  ese  párrafo,  resultando,  en  consecuencia,  que  dero¬ 
ga  la  lei  de  1862.  La  regla  del  artículo  171,  la  cual  ordena  que 
las  disposiciones  del  título  V  del  código  son  aplicables  a  toda 
clase  de  porteadores,  cualquiera  que  sea  la  denominación  que 
vulgarmente  se  les  aplique,  inclusas  las  persona3  que  se  obli- 


(1)  Valdivieso  Emilio.  Revists  de  Derecho  i  Jurisprudencia  Año 
V 1 1 1 ,  N°  9,  Parte  1.a,  Páj.  220. 
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gan  ocasionalmente  a  conducir  pasajeros  o  mercaderías.  Aún 
mas,  en  el  artículo  final  se  preceptúa  que  «el  código  de  comer¬ 
cio  comenzará  a  rejir  desde  el  primero  de  Enero  de  1867  i  en 
esa  fecha  quedaran  derogadas,  aún  en  la  parte  que  no  fueren 
contrarias  a  él,  las  leyes  preexistentes  sobre  todas  las  materias 
que  en  el  se  tratan,  en  cuanto  pueden  afectar  ios  asuntos  mer¬ 
cantiles.» 

Además  la  lei  sobre  ferrocarriles  del  Estado,  N.o  2846,  pres¬ 
cribe  que  «los  ferrocarriles  del  Estado,  considerados  como 
empresa  industrial  de  acarreo  i  trasporte,  estarán  sujetos  a  las 
leyes  jenerales  vijentes  para  esta  clase  de  empresa».  I  estas 
leyes  no  son  otras  que  las  establecidas  en  el  título  V  del  código 
de  comercio.  (1) 

64.  — En  cuanto  al  término  de  la  responsabilidad  el  código 
de  comercio  da  reglas  precisas,  en  el  artículo  200,  i  señala 
como  momento  de  término  aquel  en  que  el  porteador  entrega 
las  mercaderías  a  satisfacción  del  consignatario. 

Desde  este  momento  el  porteador  deja  de  ser  responsable 
en  los  casos  de  pérdida  o  avería  de  las  mercaderías,  daños  que 
serán  de  cargo  del  consignatario  o  de  otra  persona,  según  las 
circunstancias. 

V.  Estinción  i  prescripción  de  la  responsabilidad 

65.  — El  artículo  214  del  código  de  comercio  dispone  que  la 
responsabilidad  del  porteador  por  pérdidas,  desfalcos  i  averías, 
se  estingue: 

a)  por  la  recepción  de  las  mercaderías  i  el  pago  del  porte  i 
gastos,  salvo  que  cualquiera  de  estos  actos  fuere  ejecutado 
bajo  la  competente  reserva.  Aquí  la  lei  facilita  la  prueba  de  la 
recepción  i  pago,  estableciendo  que  el  canje  de  los  orijinales 
de  la  carta  de  porte  servirá  con  este  objeto; 

b)  siempre  que  el  consignatario  recibiere  los  bultos  que  pre¬ 
senten  señales  exteriores  de  faltas  o  averías  i  no  protestare  en 
el  acto  usar  de  su  derícho; 

c)  toda  vez  que,  notándose  sustracción  o  daño  al  tiempo  de 
abrir  los  bultos,  el  consignatario  no  hiciere  reclamación  alguna 
dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguientes  a  la  recepción; 

d)  per  la  prescripción  de  seis  meses  €n  las  expediciones 
realizadas  dentro  de  la  República  i  de  un  año  en  las  dirijidas 
a  territorio  extranjero.  Esta  prescripción  se  cuenta,  en  caso  de 
pérdida,  desde  el  dia  en  que  debió  ser  cumplida  la  conduc¬ 
ción,  i  desde  la  fecha  de  la  entrega  de  las  mercaderías,  en  caso 
de  avería. 


(1)  Valdivieso,  trabajo  citado. 
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e)  siempre  que  el  consignatario  recibe  mercaderías  enfar¬ 
dadas,  encajonadas,  enbarricadas  o  embaladas,  sin  lesión  al¬ 
guna  esterior  i  sin  reconocer  los  bultos  en  el  acto  de  la  recep¬ 
ción  a  pesar  de  la  exijencia  del  porteador  en  este  sentido.  Eu 
este  caso  queda  subsistente  la  responsabilidad  proveniente  de 
fraude  o  infidelidad  del  porteador.. 

66.  — Como  compensación  por  la  responsabilidad  estricta 
que  pesa  sobre  el  porteador  la  lei,  ha  establecido  los  casos  an¬ 
teriores  de  estinción  i  prescripción  de  corto  plazo.  • 

En  r. súmen,  podemos  decir  que  Ja  estinción  de  la  respon¬ 
sabilidad  se  produce  por  el  solo  hecho  de  concurrir  los  siguien¬ 
tes  requisitos: 

a)  que  se  verifique  la  recepción  de  las  mercaderías;  b)  que 
pague  el  porte  i  gastos;  c)  que  ambos  actos  sean  ejecutados  por 
el  consignatario,  i  d)  que  los  ejecute  sin  reserva  alguna. 

Estos  antecedentes,  de  que  se  ha  valido  la  lei,  hacen  presu¬ 
mir  que  el  consignatario  está  satisfecho  de  los  servicios  del 
porteador. 

67.  — De  manera,  que  la  estinción  no  se  produce  siempre 
que  el  consignatario  no  recibe  personalmente  hs  mercaderías 
o  siempre  que  el  cargador  pague  el  porte  anticipado  o  que  el 
consignatario  las  reciba  i  pague,  haciendo  las  leservas  nece¬ 
sarias 

68.  — Las  causales  de  estinción  no  tienen  lugar  en  todos  los 
casos  de  responsabilidad  del  porteador,  pues,  la  lei  se  pone 
en  el  caso  de  recepción  de  la  carga,  la  cual  no  podrá  ocurrir 
en  caso  de  pérdida  total. 

Tampoco  hai  estinción  i  prescripción  de  corto  plazo  de  la 
responsabilidad  del  porteador  en  caso  de  retardo  en  la  entrega 
de  la  carga,  quedaudo  en  consecuencia,  la  acción  de  responsa¬ 
bilidad  por  retardo  sometida  a  las  reglas  jenerales  sobre  la 
materia. 

69 — La  estinción  i  prescripción  no  tienen  lugar  además 
cuando  la  pérdida  o  avería  son  consecuencia  de  actos  delictuo¬ 
sos  del  porteador,  es  decir,  cuando  ha  habido  de  parte  de  éste 
la  intensión  de  causar  el  daño.  En  otras  palabras,  la  eetinción 
i  prescripción  ponen  fin  únicamente  a  ¡a  responsabilidad  pro¬ 
veniente  de  la  falta  de  dili jencia  del  porteador.  La  responsabili¬ 
dad  delictuosa  piescribe  en  los  plazos  que  señala  el  código 
penal. 

70.— La  prescripción  tiene  distinto  punto  de  partida  según 
se  trate  de  pérdida  o  avería.  En  el  primer  caso  se  cuenta  el 
plazo  desde  el  momento  en  que  debió  ser  cumplida  la  conduc¬ 
ción  i  en  el  segundo  desde  la  fecha  de  la  entrega  de  la  carga. 

La  r -sponpabilidad  de  la  Empresa  de  Ferrocarriles  del  E^-ta- 
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do  puede  hacerse  valer  ante  ella  misma,  administrativamente, 
sin  perjuicio,  por  supuesto,  de  la  acción  judicial. 

¿Es  acción  administrativa  interrumpe  la  prescripción  de  la 
acción  judicial?  Con  motivo  de  haberse  entablado  en  una  oca¬ 
sión  un  reclamo  ante  la  misma  empresa  de  ferrocarriles  para 
obtener  el  pago  de  los  perjuicios  causados  por  ésta  i  de  no  ha¬ 
ber  obtenido  éxito  el  interesado,  los  tribunales  resolvieron,  en 
el  juicio  que  en  seguida  se  siguió  en  contra  de  la  empresa, 
que  la  acción  administrativa  no  interrumpe  la  prescripción  ee- 
tintiva  de  la  acción  judicial.  (1) 

§  4  Derechos  del  porteador 

71.  — El  derecho  de  exijir  el  pago  del  flete  es  el  principal. 
Este  derecho  puede  ejercitarlo  después  de  trascurridos  veinti¬ 
cuatro  horas,  contadas  desde  la  entregó  de  la  carga  al  consig 
natario. 

Ya  hemos  visto  que  el  porteavlor  puede  exijir  el  precio  de 
la  conducción  al  cargador  toda  vez  que  el  valor  de  las  merca¬ 
derías  fuere  insuficiente  para  cubrir  el  porte  i  gastos  de  con¬ 
servación. 

No  puede  el  consignatario  obligar  al  acarreador  a  recibir  las 
mercaderías  en  pago  del  porte  i  gastos  que  le  deba. 

72.  — En  caso  de  no  obtener  el  pago  del  flete,  puede  el  aca¬ 
rreador  solicitar  el  depósito  i  venta  en  martillo  de  las  merca¬ 
derías  que  considere  suficientes  para  cubrirse  de  su  crédito.  La 
lei  le  ha  dado  además  un  privilejio  para  ser  pagado  con  prefe¬ 
rencia  a  los  demás  acreedores  del  dueño  de  la  carga.  Un  privi¬ 
lejio  semejante  ha  concedido  al  cargador  i  al  consignatario. 
Estudiaremos  al  mismo  tiempo  estos  privilejios  porque  no  se 
diferencian  sino  sobre  el  objeto  sobre  que  recaen  i  en  el  tiem¬ 
po  en  que  deben  hacerse  efectivos. 

73.  — Por  regla  jeneral,  el  deudor  responde  con  todos  sus 
bienes  al  cumplimiento  de  sus  obligaciones;  pero  en  virtnd  de 
ciertos  privilejios  algunos  créditos  quedan  ligados  a  bienes  de¬ 
terminados  del  deudor.  Es  lo  que  sucede  con  los  créditos  de 
segunda  i  tercera  clase. 

Entre  los  primeros  el  código  civil  colocó  los  créditos  del  aca¬ 
rreador  o  empresario  de  trasporte  sobre  los  efectos  acarreados 
que  tenga  en  su  poder  o  en  el  de  sus  ajentes  o  dependientes, 
hasta  concurrencia  de  lo  que  se  deba  por  el  acarreo,  espensaB 
i  daños;  con  tal  que  dichos  sean  de  la  propiedad  del  deudor. 


(1)  Sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  de  21  de 
Juuio  de  1904— Revista  de  Derecho  i  Jurisprudencia.  Año  II.  Segunda 
parte.  Sección  2.a.  Páj.  34. 
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El  código  de  comercio  amplió  este  privilejio.  Ya  no  es  nece¬ 
sario  que  las  cosas  porteadas  esten  en  poder  del  acarreador, 
pues  c(  mo  acab>  mos  de  ^er,  éste  puede  solicitar  el  depósito  i 
venta  en  martillo  de  las  que  ccnsidere  suficientes  para  cubrir¬ 
se  de  su  crédito  si  no  obtuviere  el  pago  pasadas  veinticuatro 
horas  desde  la  entrega  de  las  mercaderías  ai  consignatario. 

El  sefíor  Ocampo  just  fice,  en  el  mensaje  que  acompaííó  al 
proyecto  del  código  de  comercio,  de  esta  manera  la  ampliación 
del  privilejio  que  nos  preocupa:  «En  este  punto  el  proyecto  se 
separa  del  código  civil,  porque  desapareciendo  por  la  entrega 
de  la  carga  la  retención  que  él  concede,  este  derecho  no  pro 
porciona  al  porteador  una  garantía  séria  i  eficaz.  Con  todo, 
deseando  conciliar  en  !o  posible  el  interés  de  los  cargadores 
con  los  derechos  del  porteador  i  evitar  que  el  amago  del  privi¬ 
lejio  sea  un  obstáculo  a  la  libre  i  franca  circulación  délas  mer¬ 
caderías,  limita  la  duración  de  aquel  al  coito  espacio  de  tres 
días  cuando  las  porteadas  salen  de  manos  del  cargador  o  con¬ 
signatario  después  de  trascurrido  este  plazo,  i  le  hace  cesar  de 
todo  punto  siempre  que  el  porteador  no  use  de  su  derecho 
dentro  de  un  mes  contado  desde  la  entrega  de  la  carga». 

74.  —  Según  el  código  de  comercio,  el  porteador  goza  de  pri¬ 
vilejio  para  ser  pagado,  c  >n  preferencia  de  todos  los  demás 
acreedores  que  el  propietario  tenga,  del  porte  i  gasto  que  hu¬ 
biere  hecho.  Ante  esta  regla  puede  argumentarse  que  este  có¬ 
digo  ha  querido  colocar  estos  créditos  entre  los  de  primera 
clase. 

No  es  trabajo  fácil  esto  último  ya  que  la  primera  clase  de 
crédito  afecta  todos  los  bienes  del  deudor,  al  contrario  de  lo 
que  sucede  con  los  de  segunda  clase  que  solo  afectan  bienes 
determinados.  A  pesar  de  los  términos  del  artículo  212  del  có¬ 
digo  de  comercio  se  trata  de  créditos  de  segunda  clase. 

Interesa  este  asunto  para  los  efectos  de  la  concurrencia  en 
una  misma  especie  o  cuerpo  cierto  de  créditos  de  primera  i  de 
aquellos  que  corresponden  al  acarreador.  Como  forzosamente 
deben  ser  de  segunda  clase  resulta  que  en  este  caso  estos  es 
cluyen  a  los  de  la  primera,  salvo  que  los  demás  bienes  del 
deudor  fueren  insuficientes  para  cubrir  estos  últimos,  pues  en¬ 
tonces  los  de  primera  clase  tienen  preferencia  en  cuanto  al  dé¬ 
ficit. 

75.  Este  privilejio  debe  ser  ejercitado  dentro  de  cierto  pla¬ 
zo.  Podemos  decir  que  por  regla  jeneral  este  plazo  es  de  un 
mes,  contado  desde  la  fecha  de  la  entrega.  Pero  puede  ocurrir 
que  dentro  de  este  plazo  las  merecerías  sean  adquiridas  le¬ 
galmente  por  un  tercero.  En  este  caso  se  presenta  la  dificultad 
de  conciliar  el  interés  de  los  terceros  que  no  conocen  o  que 
por  lo  menos  no  tienen  ningún  medio  de  conocer  el  privilejio4 
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ya  que  se  trata  siempre  de  "osas  muebles,  i  el  interés  del  aca- 
rreador. 

Oesa  el  privilejio,  conforme  a  la  regla  del  artículo  813.  N  o 
l.o  del  código  de  comercio,  si  las  mercaderías  hubieren  pasa¬ 
do  a  tercer  poseedor  por  título  legal  después  de  haber  trascu¬ 
rrido  tres  dias  desde  la  entrega.  De  aquí  resulta  que  si  la  ena¬ 
jenación  se  verifica  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  a  la  en¬ 
trega,  el  privilejio  no  cesa  i,  por  consiguiente,  puede  el  aca¬ 
rreador  obtener  el  depósito  i  venta  en  martillo  a  pesar  de  estar 
las  cosas  en  poder  del  tercero  comprador. 

76.  ¿El  privilejio  del  porteador  tiene  efectos  sólo  en  concu¬ 
rrencia  con  los  acreedores  del  deudor  de  la  obligación  también 
tiene  valor  en  caso  de  concurrencia  con  acreedores  del  dueño 
de  las  cosas  porteadas? 

Sobre  este  punto  hai  contraposición  entre  la  disposición  del 
código  civil,  consignada  en  el  artículo  2*74,  N.o  2,  i  la  que 
establece  el  código  de  comercio  en  el  artículo  212.  Por  una 
parte,  la  primera  disposición  citada  dispone  que  el  acarreador 
o  empresario  de  trasportes  tiene  .privilejio  para  ser  pagado 
con  la  carga  que  tenga  en  su  poder  o  en  el  de  sus  ajentes  o 
dependientes,  hasta  concurrencia  de  lo  que  se  deba  por  aca¬ 
rreo,  espensas  i  daños;  con  tal  que  dicha  carga  sea  de  propie¬ 
dad  del  deudor.  Se  presume  que  son  de  propiedad  del  deudor 
los  efectos  acarreados  de  su  cuenta. 

Por  otra  parte  el  código  de  comercio  dispone  que  el  portea¬ 
dor  tiene  privilejio  para  ser  pagado  con  preferencia  a  todos 
los  demas  acreedores  que  el  propietario  tenga,  del  porte  i  gas¬ 
tos  que  hubiere  hecho. 

Ya  sabemos  que  el  trasporte  es  independiente  de  les  actos  o 
contratos  que  le  dan  orijen,  de  manera,  que  el  porteador  ejer¬ 
ce  su  derecho  sin  tener  en  cuenta  aquellos  que  los  terceros 
puedan  tener  en  las  cosas  porteadas.  El  código  civil  no  llevó  a 
este  estremo  el  privilejio,  pues,  dispone  que  a  falta  de  pago  al 
porteador  debe  concurrir  con  los  acreedores  del  deudor  de  la 
obligación  i  no  con  los  acreedores  del  dueño  de  las  cosas  por¬ 
teadas.  En  suma,  tenemos  en  este  punto  una  nueva  amplia¬ 
ción  del  privilejio  que  la  lei  concede  al  acarreador. 

§  V.  Obligaciones  i  derechos  del  consignatario 

77.  — Ya  sabemos  que  el  orijen  de  los  derechos  del  consig¬ 
natario  está  en  la  estipulación  que  a  su  favor  han  establecido 
cargador  i  porteador. 

El  derecho  principal  que  le  corresponde  es  el  exijir  la  en 
trega  de  las  mercaderías  porteadas,  derecho  correlativo  a  la 


obligación  de  entregar  que  corresponde  al  porteador.  Por  re¬ 
gla  jeneral,  el  consignad  rio  tiene  los  derechos  correlativos  a 
las  obligaciones  del  cargador  i  porteador. 

78.  — Entre  las  obligaciones  que  le  corresponden  conocemos 
la  de  pagar  el  flete  i  gastos  del  trasporte,  después  de  las  vein¬ 
ticuatro  horas  siguientes  a  la  entrega  de  la  carga. 

Otra  obligación,  establecida  en  el  artículo  216  del  código  de 
comercio,  es  la  de  otorgar  al  porteador  recibo  de  las  mercade¬ 
rías  que  éste  le  entregare,  siempre  que  por  no  haberse  estendi- 
do  carta  de  porte  o  por  haberse  estraviado,  no  pueda  realizar¬ 
se  el  canje  de  estos  documentos. 

79.  — El  no  cumplimiento  de  las  obligaciones  por  parte  del 
destinatario,  ¿qué  responsabilidad  le  acarrea? 

Para  este  oí  j^to  es  menester  conocer  las  diversas  relaciones 
jurídicas  que  pueden  haber  entre  cargador  i  consignatario. 
Desde  luego,  si  entre  estas  dos  personas  no  hai  convención 
alguna  la  situación  que  crea  la  estipulación  a  favor  del  des¬ 
tinatario  es  la  reglamentada  por  el  artículo  1449  del  código 
civil,  esto  es,  sólo  la  tercera  persona,  a  favor  de  quien  se  ha 
estipulado,  puede  demandar  lo  estipulado,  i  mientras  no  inter¬ 
venga  su  aceptación  espresa  o  tácita  el  contrato  es  revocable 
por  la  eóla  voluntad  de  las  partes  que  concurrieron  a  él.  En 
este  caso  el  no  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  el  con¬ 
trato  impone  al  consignatario  no  afecta  a  éste  en  ninguna 
forma. 

Pero  puede  haber  entre  cargador  i  consignatario  un  contrato 
de  mandato  o  de  arrendamiento  de  servicios,  i  en  virtud  de 
las  obligaciones  que  estos  contratos  imponen  a  este  último,  no 
podría  negarse  a  cumplir  las  obligaciones  que  emanan  del 
trasporte  sin  caer  en  responsabilidad  respecto  del  cargador,  ya 
sea  mandante  o  arrendador.  I  por  esta  razón  el  artículo  217 
del  código  de  comercio  dispone  que  el  consignatario  es  res¬ 
ponsable  al  cargador  del  cumplimiento  de  las  obligaciones  que 
le  impone  su  calidad  de  comisionista  o  cualesquiera  otra  que 
le  autorice  para  recibir  por  su  cuenta  o  la  del  cargador,  las 
mercaderías  porteadas. 


CAPITULO  III 


Del  trasporte  ajustado  con  empresarios 

públicos 

§  1.  Disposiciones  que  rijen  este  contrato.  §  2.  Trasporte  de  pasajeros, 

§  1.  Disposiciones  que  rijen  este  contrato 

80.  — Las  reglas  que  hemos  estudiado  en  los  capítulos  ante¬ 
riores  no  sufren  modificación  tratándose  del  trasporte  ajustado 
con  empresas  públicas. 

Así  lo  dispone  el  artículo  219  del  código  de  comercio.  Ade¬ 
mas  la  Lei  de  Policía  de  Ferrocarriles,  en  el  artículo  39, 
establece  «que  el  servicio  de  personas  o  mercaderías  hecha  por 
ferrocarriles  se  sujetará  a  los  principios  legales  relativos  al 
contrato  de  trasporte  en  todo  lo  que  no  sean  incompatibles 
con  la  especialidad  del  medio  de  conducción  empleado.  En 
conformidad  a  ellos  se  determinarán  los  derechos,  obligacio¬ 
nes  i  responsabilidades  de  la  empresa.  La  lei  número  2846, 
sobre  ferrocarriles  del  Estado,  contiene  una  disposición  aná¬ 
loga,  pues,  establece,  en  el  artículo  4.o,  inciso  l.o,  que  los  fe¬ 
rrocarriles  del  Estado  constituyen  una  división  especial  de  la 
administración  pública,  con  personalidad  jurídica  propia,  i, 
como  empresa  de  trasportes,  están  sometidos  a  las  leyes  jene- 
rales  que  rijen  esta  clase  de  empresas. 

81.  — Pero  los  empresarios  públicos  no  solamente  están  so 
metidos  a  las  reglas  del  trasporte  sino  además  a  los  reglamen¬ 
tos  que  se  dicten  para  regularizar  el  ejercicio  de  su  industria. 

Estos  reglamentos  contienen  reglas  preventivas  o  de  policía 
i  tienen  por  objeto  la  seguridad  pública;  pero  nunca  dichos 
reglamentos  consignan  disposiciones  relativas  a  las  relaciones 
resultantes  del  contrato  de  trasporte.  (1) 

(1)  Aubry  i  Rau.  Droit  Civil.  Tome  IV,  páj.  525. 
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Podemos  establecer,  en  suma,  que  los  derechos  derivados 
del  contrato  no  pueden  ser  modificados  por  un  reglamento  de 
policía,  el  cual  sólo  podrá  regularizar  o  reglamentar  el  ejercicio 
de  estos  derechos. 

82.  — Sabemos  que  las  condiciones  del  ajuste  en  el  trasporte 
celebrado  con  empresarios  públicos  se  entiende  que  son  las  se 
ñaladas  en  los  reglamentos  i  anuncios  de  la  empresa,  sin  per¬ 
juicio  del  derecho  de  las  partes  para  agregar  otras,  según  las 
circunstancias. 

Aquí  necesariamente  debemos  plantear  esta  cuestión:  ¿el 
acuerdo  de  las  partes  o  las  cláusulas  establecidas  en  los  anun¬ 
cios  de  las  empresas  pueden  modificar  los  derechos,  obliga¬ 
ciones  i  responsabilidad  que  emanan  según  la  lei  del  contrato? 

En  jeneral,  en  materia  contractual  la  lei  respeta  la  voluntad 
de  las  partes  contratantes  i  las  disposiciones  legales  vienen  a 
llenar  el  vacío  que  las  partes  puedan  dejar  en  sus  convencio¬ 
nes.  Pero  los  contratantes  no  pueden  llegar  a  modificar  las  co¬ 
sas  que  son  de  la  esencia  del  contrato,  pues,  o  no  habría  con¬ 
trato  o  habría  uno  distinto  al  que  pretenden  celebrar;  de  ma¬ 
nera  que  necesariamente  las  únicas  modificaciones  posibles  son 
las  que  se  refieren  a  las  cosas  que  son  de  la  naturaleza  del 
contrato,  o  sea;  a  los  derechos  i  obligaciones  que  emanan  de 
éste. 

Sobre  este  punto,  los  tratadistas  Aubry  i  Rau  enseñan  que 
las  partes  pueden  borrrar  por  una  convención  contraria,  las 
C03as  que  por  naturaleza  portenecen  al  contrato.  (1)  Pothier 
dice,  sobre  este  mismo  asunto,  que  las  cosas  que  pertene¬ 
cen  a  la  convención  por  naturaleza  se  diferencian  de  las  esen¬ 
ciales  en  que  el  contrato  puede  subsistir  sin  aquellas  i  pueden 
ser  excluidas  del  contrato  por  la  convención  de  las  partes.  (2) 

En  resumen,  podemos  decir  que  las  condiciones  establecidas 
por  las  empresas  públicas  en  sus  anuncios,  i  bajo  las  cuales  se 
entiende  celebrado  el  contrato,  son  válidas  i  pueden  modificar 
los  derechos  i  obligaciones  que  la  lei  hace  nacer  de  é¿>te. 

83.  — No  sucede  así  con  la  responsabilidad  que  la  lei  estable¬ 
ce  para  el  caso  de  inobservancia  de  lo  pactado.  Ya  tuvimos 
ocasióu  de  examinar  esta  cuestión  con  motivo  del  estudio  de 
las  causales  de  exención  de  responsabilidad. 

Eete  punto  está  resuelto  por  nuestros  tribunales  en  el  senti¬ 
do  de  no  ser  posible  la  modificación  de  la  responsabilidad  que 
la  inejecución  de  las  obligaciones  del  trasporte  trae  sobre  el 
porteador.  (3) 


(1)  Obra  citada,  páj.  289.  Tomo  IV, 

(2)  Obra  citada,  Tomo  I,  páj.  7 

(3)  Sentencia  citada  en  la  pájina  36. 
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Para  la  Corte  Suprema  las  condiciones  que  contengan  los 
reglamentos  o  auuncios  de  la  empresa  no  pueden  contrariar 
\o5  principios  jenerales,  apúntalos  en  los  artículos  224  a  229 
del  código  de  comercio,  dominantes  en  el  contrato  de  trasporte 
i,  por  lo  tanto,  dichas  condiciones  se  refieren  a  hechos  no  mo¬ 
dificativos  de  la  naturaleza  de  estos  artículos  ni  de  los  efectos 
que  equitativamente  deban  producir  a  favor  del  cargador  que, 
pruebe  un  perjuicio  realmente  sufrido. 

Sin  duda,  esta  es  la  buena  doctrina,  la  cual  por  desgracia 
no  está  claramente  establecida  en  nuestro  código  civil. 

84.  — La  lei  considera  como  mandatarios  a  los  ron  ductores 
de  carruajes  o  caba'leaas,  jefes  dé  estación  i  patronee  de  bar¬ 
cos,  para  el  efecto  de  recibir  pasajeros  i  efectos  durante  el  via¬ 
je.  Estos  mandatarios  al  recibir  pasajeros  o  mercaderías  impo 
nen  al  respectivo  empresario  todas  Ls  obligaciones  concer¬ 
nientes  al  porteador. 

Pero  si  el  empresario  ha  instalado  oficinas  en  los  lugares  de 
tiánsito  para  la  recepción  de  la  carga  e  inscripción  de  los  pasa¬ 
jeros,  sólo  estas  pueden  admitir  a  estos  i  recibir  mercaderías 
para  ser  porteadas. 

85.  — Las  empresas  públicas  tienen  obligaciones  especiales 
i  son  las  enumeradas  en  el  artículo  222  del  có  jigo  de  comercie, 
a  saber: 

a)  Llevar  un  rejistro  en  que  se  asienten  por  ordeu  progresi¬ 
vo  de  números  el  dinero,  efectos,  cofre,  valijas  i  paquetes  que 
conduzcan; 

b)  Dar  a  los  pasajeros  billetes  de  asiento  i  otorgar  recibos  o 
conocimientos  de  los  objetos  que  se  obligan  a  conducir; 

c)  Emprender  i  concluir  sus  viajes  en  ios  dias  i  horas  que 
fijaren  sus  anuncios,  aun  cuando  no  esteu  tomados  todos  los 
asientos,  ni  tengan  los  efectos  necesarios  para  completar  la 
carga. 

Quedan  exceptuadas  de  la  inscripción  en  el  rejistro  los  sa¬ 
cos  de  noche,  valijas  o  maletas  que  según  la  costumbre  no 
pagau  porte;  i  es  natural  que  el  porteador  no  tenga  ninguna 
obligación  respecto  de  estos  objetos  salvo  que  sean  entregados 
a  los  couductores  en  los  momentos  de  la  partida;  estaudo  en 
este  caso  los  empresarios  obligados  a  restituirlos. 

Las  demas  condiciones  especiales  de  este  contrato  se  estu¬ 
diaron  en  los  capítulos  anteriores. 

§  2.— Trasporte  de  pasajeros 

86.  — Nuestra  lejislación  es  deficiente  en  cuanto  al  trasporte 
de  personas.  A  consecuencia  de  la  falta  de  disposiciones  so¬ 
bre  esta  materia  se  ha  discutido  acerca  de  la  posibilidad 


de  aplicar  las  reglas  relativas  al  trasporte  de  cosas  al  trasporte 
de  personas. 

I  se  ha  discutido  especialmente  este  asunto  con  el  objeto  de 
establecer  la  responsabilidad  del  porteador  en  caso  de  daño 
causado  a  la  persona  del  pasajero,  como  sucede  con  frecuencia 
en  los  accidentes  ferroviarios.  ¿Rijen  las  reglas  sobre  respon¬ 
sabilidad  contractual,  o  por  el  contrario,  las  relativas  a  la  res¬ 
ponsabilidad  extra-contractual,  o  sea,  la  derivada  de  los  delitos 
o  cuasi-delitos? 

Las  consecuencias  son  importantes,  pues,  si  se  acepta  lo 
primero  la  prueba  de  la  exención  de  responsabilidad  corres¬ 
pondería  al  porteador,  limitándose  el  pasajero  a  probar  el  da¬ 
ño  causado  en  el  accidente;  por  el  contrario,  si  se  acepta  lo 
segundo,  la  prueba  de  la  responsabilidad  del  porteador  corres¬ 
pondería  al  pasajero,  ya  que  habría  que  probar  el  hecho  del 
porteador  que  ha  causado,  el  daño  i  la  intención  de  dañar  si 
se  pretende  probar  un  delito. 

Hemos  tenido  conocimiento  de  una  sentencia  pronunciada 
pQr  nuestros  tribunales  en  el  sentido  de  considerar  que  en  ca¬ 
so  de  daño  al  pasajero  mismo,  como  en  el  caso  propuesto  más 
arr  iba,  el  acarreador  queda  bajo  la  responsabilidad  contractual, 
esto  es,  el  daño  se  presume  causado  por  culpa  de  éste  i,  por 
consiguiente,  le  incumbe  la  prueba  de  la  excepción. 


CAPÍTULO  V 


De  la  resolución  del  trasporte 

El  trasporte  puede  resolverse  por  consentimiento  de  los  con¬ 
tratantes,  algunas  veces  por  la  voluntad  de  uno  solo  de  ellos, 
otras  veces  por  fuerza  mayor  que  impida  su  ejecución. 

I. — Resolución  por  consentimiento  de  las  partes 

Las  consecuencias  que  derivan  de  esta  resolución  quedan  so¬ 
metidas  jeneralmente  a  las  estipulaciones  de  las  partes  i  en 
efecto  de  ellas  el  cargador  debe  pagar  al  acarreador  el  precio 
de  lo  que  ha  sido  hecho.  (1) 

II. — Resolución  pos  la  voluntad  de  una  de  las  partes 

La  resolución  puede  producirse  sólo  por  la  voluntad  del  car¬ 
gador  en  algunos  casos,  en  otros  a  voluntad  del  acarreador  i 
en  otros  a  voluntad  de  cualquiera  de  I03  contratantes. 

A)  Es  resoluble  a  voluntad  del  cargador,  antes  o  después  de 
comenzado  el  viaje.  En  el  primer  caso  el  cargador  debe  pagar 
ál  porteador  la  mitad  i  en  el  segundo  la  totalidad  del  porte  es¬ 
tipulado. 

B)  De  parte  del  porteador  puede  resolverse  el  contrato 
siempre  que  no  se  verifique  la  entrega  de  los  efectos  en  el 
tiempo  i  paraje  conveuidos.  En  este  caso  la  resolución  trae  co¬ 
mo  consecuencia  el  pago  de  la  mitad  del  porte  estipulado. 

Igual  derecho  para  resolver  el  trasporte  tiene  el  porteador 
toda  vez  que  ocurra  un  obstáculo  de  fuerza  mayor  después  de 
comenzado  el  viaje.  I  en  este  caso,  elejida  la  resolución,  podrá 
depositar  la  carga  en  el  lugar  más  próximo  al  de  su  destino  o 
retornarla  al  de  su  procedencia.  Es  uua  consecuencia  de  la  re¬ 
solución,  en  este  creo,  el  derecho  del  porteador  para  exijir  el 


(1)  Pothier,  obra  cit.  Tomo  III,  páj.  410, 
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porte  a  prorrata  del  camino  que  se  hubiere  andado,  tanto  de 
ida  como  de  vuelta,  no  pudiendo  pasar  en  ningún  caso  del 
porte  íntegro. 

C)  Cualquiera  de  los  contratantes  tiene  derecho  para  solici¬ 
tar  la  resolución  en  caso  de  supervenir  un  suceso  que  impida 
emprender  el  viaje,  como  pérdida  de  los  efectos,  declaración 
de  guerra,  prohibición  de  comerciar,  interceptación  de  cami¬ 
nos  u  otros  acontecimientos  análogos. 

No  hai  lugar  a  indemnización  en  estos  casos,  por  consiguien¬ 
te,  cada  una  délas  partes  sufie  las  pérdidas  de  sus  aprestos  i 
los  perjuicios  que  le  cause  la  resoluoión. 

III. — Resolución  por  muerte  de  los  contratantes 

El  código  civil,  en  el  artículo  2020,  establece  que  la  muerte 
del  acarreador  o  del  pasajero  no  pone  fin  al  contrato  i  las  obli¬ 
gaciones  se  trasmiten  a  los  respectivos  herederos,  sin  perjuicio 
de  lo  dispuesto  jeneralmente  sobre  fuerza  mayor  o  caso  for- 
tituiio. 

Por  regla  jeneral,  las  obligaciones  i  derechos  de  una  persona 
pasan  a  sus  herederos  después  de  su  muerte.  Ya  sabemos  que 
la  obligación  que  el  trasporte  impone  es  de  hacer,  la  cual  no 
exije  el  trabajo  personal  del  obligado  sino,  por  el  contrario,  su 
ejecución  duede  ser  encomendada  a  un  terceio.  De  aquí  re¬ 
sulta  que  no  hai  inconveniente  para  que  el  trasporte  sea  ejecu¬ 
tado  por  los  herederos. 
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